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Editorial

n agosto del 2003, la CVR entregó su informe 
sobre la violencia que había azotado el país du-
rante dos décadas consecutivas a fines del siglo 
pasado; la Comisión encontró que la cifra de víc-

timas en esos veinte años superaba las 69 mil personas 
muertas o desaparecidas a manos de organizaciones sub-
versivas o por obra de agentes del Estado. Sin embargo, 
como bien decía S. Lerner, Presidente de la CVR, al mo-
mento de la entrega del informe: “Los números no bastan 
para ilustrarnos sobre la experiencia del sufrimiento y el 
horror que se abatió sobre las víctimas”. Los testimonios 
de las víctimas, vertidas en las audiencias públicas, daban 
cuenta de ello y del sufrimiento vivido por sus familiares, 
como es el caso de Liz Rojas Valdez, quien al momento 
de rendir su testimonio ante la CVR (en Ayacucho) tenía 
23 años. Su madre fue desaparecida el 17 de 
mayo de 1991: “hasta este momento yo no es-
toy tranquila yo no soy feliz, no soy feliz, todas 
las cosas para mí han sido un sacrificio desde 
el momento en que mi madre desapareció. 
Todo... nada fue fácil para mí, nada, nada 
fue fácil. Tuve que hacer miles de cosas para 
sobresalir, mi hermano igual, y nosotros ne-
cesitamos, tenemos derecho a ser feliz”.

Según el Informe, de cada cuatro víctimas de la 
violencia tres fueron campesinos o campesinas 
cuya lengua materna era el quechua, un 
amplio sector de la población históricamen-
te ignorado –hasta en ocasiones desprecia-
do– por el Estado y por la sociedad urbana, 
aquella que sí disfruta de los beneficios de 
la comunidad política. “El insulto racial -el 
agravio verbal a personas desposeídas- re-
suena como abominable estribillo que pre-
cede a la golpiza, al secuestro del hijo, al 
disparo a quemarropa”, sostenía S. Lerner. El 
Informe mostró al país que es imposible vivir con el 
desprecio.

Luego de diez años, todavía persisten situaciones 
de exclusión. Poblaciones campesinas, especialmen-

te de zonas andinas y amazónicas, siguen sufriendo al-
tos niveles de pobreza, menor educación de calidad y 
mayor incidencia de enfermedades y discriminación que 
otros grupos. Esta situación no es producto del azar 
sino que obedece a agendas políticas en la construcción 
del Estado que tradicionalmente ha pretendido ignorar 
la diversidad cultural existente en el territorio peruano. 
El Perú, en efecto, ha sido y es un lugar de tensión inter-
cultural. La situación de marginación y exclusión dificul-
ta el proceso de construcción de una identidad nacional 
que integre la diversidad cultural. Hay necesidad, por 
tanto, de promover espacios de diálogo razonables que 
posibiliten la construcción de un sistema democrático 
que garantice los derechos fundamentales de todas las 
personas.

Todavía persisten situaciones
de
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larmente destacamos de manera po-
sitiva. Sin embargo, son muy diferen-
tes las percepciones de los dirigentes 
acerca de lo que significa e implica la 
participación ciudadana. Hay quienes 
la definen como el involucramiento 
de la población en las decisiones de 
gobierno, otros (que son la mayoría) 
conciben la participación como un 
mecanismo a través del cual la pobla-
ción tiene la oportunidad de encon-
trarse con sus autoridades para plan-
tear sus demandas y obtener de ello 
algún beneficio inmediato.

Los y las dirigentes que entrevistamos 
se refieren fundamentalmente al Pre-
supuesto Participativo, proceso fren-
te al cual expresan un sentimiento 
de desencanto, principalmente por el 
comportamiento de las autoridades. 
Si bien no proponen dejar de lado 
esta experiencia, algunos conside-
ran que debido a que “Los canales 
de intervención tanto en el gobierno 
regional o local, no han sido eficien-
tes, (se debe retornar) a las “formas 
naturales de protestas como son las 
huelgas y los paros que no son ile-
gales, que son constitucionalmente 

Inés Fernández
Coordinación Intercentros de Investigación, 

Desarrollo y Educación- COINCIDE

l proceso de descentraliza-
ción se inicia en el país hace 
más de una década portan-
do varias promesas, entre 

ellas, la de afianzar la democracia. 
Así, un componente central de la 
propuesta descentralista fue el de la 
participación ciudadana, bajo el su-
puesto que esta contribuiría a fortale-
cer la institucionalidad social y a pro-
mover una cultura de diálogo. Luego 
del tiempo transcurrido, es pertinen-
te preguntarnos si se va concretando 
esta promesa.

A propósito de un estudio en el que 
participamos1, tuvimos ocasión de 
conversar al respecto con algunos di-
rigentes sociales y constatamos que 
la participación es un término al cual 
acuden la mayoría de las personas 
entrevistadas para definir la demo-
cracia; esta es considerada, además, 
como un derecho, algo que particu-

1	 El Estudio sobre Percepciones sobre Descentra-
lización y Democracia se realizó en los departa-
mentos de Ica, Ayacucho, Huancavelica y Cusco 
y fue promovido por la Plataforma de Descen-
tralización y Democracia integrado por las ins-
tituciones de Diakonia, Codehica, Ser, Coincide, 
Sisay y Cedep Ayllu.

reconocidos” y otros proponen reto-
mar las audiencias públicas donde “la 
autoridad está más cerca a la gente, 
atendiendo directamente sus necesi-
dades, pues para un simple ciudada-
no –dice la entrevistada- es imposible 
hablar con el presidente regional, ver-
lo en un presupuesto participativo, 
por lo que hay frustración”.

Esta percepción de la participación 
como el encuentro “cara a cara”, con 
la autoridad, coincide con los eventos 
denominados “De Presidente a Presi-
dente”, que se vienen promoviendo 
desde la presidencia regional de Cus-
co. En el mes de mayo se reunieron 
por segunda vez con el presidente 
más de mil representantes de comu-
nidades campesinas, en él se infor-
mó sobre la situación de alrededor 
de 170 pequeños proyectos, con los 
que la autoridad se comprometió en 
el anterior encuentro, y se recibieron 
nuevas demandas. El evento conclu-
yó con la entrega de mil computado-
ras a los presidentes comunales. Cabe 
señalar que unos días antes, se infor-
maba al Consejo de Coordinación Re-
gional (CCR) que todo el presupuesto 

estaba ya comprometido y que por lo 
tanto no sería viable el Presupuesto 
Participativo. Un detalle importante 
es que el actual presidente regional 
nunca participó en estos procesos 
durante su gestión.

¿Qué explica este comportamiento 
ambivalente?; una respuesta es que 
un auditorio amplio, en un contex-
to donde además existen recursos 
que ofertar, posiciona al gobernante, 
quien es la figura central y parece sin-
tonizar mejor con lo que la población 
espera. Mientras que transitar por 
mecanismos institucionales, fortale-
cer representatividad, organicidad y 
proyecto de largo plazo, es un cami-
no mucho más árido y otorga por lo 
general poco rédito político.

Ante estas dificultades se recrean, 
bajo nuevos términos (como el de la 
participación), viejas formas de go-
bierno, y la tentación de retornar a lo 
“ya conocido” es muy grande. Avizo-
ramos, sino un comportamiento, por 
lo menos una tentación populista en 
el Gobierno Regional de Cusco. “El 
Populismo se presenta… copiando 

un modelo amplio de participación e 
infiltrándose dentro del juego políti-
co mediante ofrecimientos de reivin-
dicaciones para quienes quieren ser 
tomados en cuenta por el Estado. El 
líder populista y su movimiento tra-
tarán de subsanar estas insuficien-
cias… pero lo hará más en sentido 
de fortalecer la imagen del líder o el 
movimiento que en aras del sistema 
democrático mismo”2. 

No podemos responder a nues-
tra preocupación inicial acerca de 
si la participación ciudadana está, 
efectivamente, fortaleciendo la de-
mocracia; pero nos quedamos con 
una advertencia: los mecanismos 
o las normas por sí solos no hacen 
los cambios, estos provienen de las 
personas. Un cambio significativo 
se dará seguramente cuando más 
personas nos reconozcamos ante el 
Estado, no como demandantes de 
asistencia, sino como portadores de 
derechos.

2	 HERNÁNDEZ, Ivo y Héctor HURTADO. El Popu-
lismo: Una aproximación a un problema de las 
democracias de todos los tiempos. Sede Acadé-
mica, Costa Rica. Facultad Latinoamericana de 
Ciencias Sociales (FLACSO). Setiembre 2010
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SEGURIDAD CIUDADANA
REGIÓN PIURA: VIOLENCIA DELINCUENCIAL AÑO 2012

a seguridad ciudadana, además de ser una de 
las principales demandas de la población pe-
ruana y piurana; es un fenómeno complejo, 
multidimensional y multicausal, que debe ser 

abordado desde diversos aspectos en forma simul-
tánea. Exige tomar medidas oportunas y eficaces 
que permitan remover los obstáculos de carácter 
estructural y cultural, profundamente arraigados en 
los sistemas de administración del Estado y en la so-
ciedad. En ese sentido, no solo la tarea es compleja, 
sino que en nuestra región y en el conjunto del país, 
su tratamiento ha tenido escaso éxito hasta hoy.

Uno de los grandes obstáculos, es la carencia de 
un sistema integrado de gestión de la información 
delictiva para el diseño, monitoreo y evaluación de 
políticas públicas. Lo que dificulta en extremo el 
análisis del problema y la toma de decisiones por 
parte del Estado. Para el efecto, el esfuerzo poco 
articulado de los Ministerios (Público e interior), de 
algunas municipalidades, gobiernos regionales y 
ONGs, resultan poco exitosos.

Lo concreto es que la inseguridad ciudadana se ha 
acentuado en las zonas de mayor crecimiento eco-
nómico del Perú, como Piura.

Según la encuesta de victimización de “Ciudad 
Nuestra” del 2012, el 91% de piuranos se siente 

DENUNCIAS POR COMISIÓN DE DELITOS POR AÑO

DEPARTAMENTO
AÑO

2006 2007 2008 2009 2010 2011

TOTAL NACIONAL 153,055 144,203 151,560 160,848 181,866 206,190

DEPARTAMENTO PIURA 5,657 5,518 4,759 4,871 6,475 5,217

Fuente: Anuario Estadístico 2011 - PNP

potencial víctima de un asalto, 80% de los deli-
tos son robos al paso y de viviendas. Piura está 
considerada como la tercera ciudad del Perú, con 
mayor índice delictivo, detrás del Callao y Arequi-
pa; solo son judicializados el 20% de denuncias 
por delitos de asalto y robo, es decir que el 80% 
de casos quedan impunes; y el delito de extorsión 
se ha incrementado de 2011 al 2012 en 60%, (de 
158 a 218), las infracciones cometidas por meno-
res de edad (con 824 casos) son el 40%, superior 
a La Liberad y Lambayeque.

En la región hay un policía por cada 850 habitan-
tes, uno de los más bajos del Perú; y la percep-
ción ciudadana de inseguridad en ciudades como 
Piura, ha crecido entre 2011 y 2012, bordeando 
el 90%.

Acciones

En el 2012, el Consejo Regional de Seguridad 
Ciudadana (CORESEC) aprobó el Plan Regional de 
Seguridad Ciudadana y Convivencia Social, que 
pretende dirigir el accionar de las instituciones 
involucradas en abordar las causas de la insegu-
ridad, incluyendo reforzar valores en la sociedad, 
desde la familia, y no centrarse únicamente en la 
captura de delincuentes. Y en el 2013 se ha cul-
minado la actualización del diagnóstico de inse-

PIURA Maximiliano Ruiz
Gobierno Regional 

de Piura

guridad en Piura y Castilla, con la participación de 
diversos actores civiles (rondas y juntas vecinales).

Su implementación aun adolece, pese a los es-
fuerzos, de un adecuado nivel de articulación y 
avanza lentamente; pero hay aspectos saltantes 
que el Gobierno Regional de Piura viene impul-
sando y debería mejorar la situación:

■	Cesión en uso al Ministerio del Interior de la in-
fraestructura de 55 módulos en el campamen-
to Chira-Piura, para la Nueva Escuela de la Po-
licía Nacional del Perú (PNP) donde estudiarán 
más de mil policías por año, de los cuales, al 
egresar, el 70% permanecerá en la región hasta 
el 2018.

■	Fortalecimiento de capacidades en Seguridad 
Ciudadana a:
•	480 Serenos de los gobiernos locales de la re-

gión: se han implementado 2 de los 4 módu-
los. 

•	339 juntas vecinales: 4,124 vecinos vigilantes 
de 07 distritos de la región

•	Rondas campesinas de las provincias: formali-
zación, capacitación e implementación.

■	Equipamiento a PNP-Piura con motocicletas, 
camionetas y equipos de comunicación (ante-

Talara

Sullana

Huancabamba

Ayabaca

MorropónPiura

Paita

Sechura

nas de retransmisión, radios bases, radios móviles 
y portátiles), equipos de identificación dactilar, y 
otros accesorios; pero aún son insuficientes.

■	Está en proceso la implementación de un Sistema 
de Video Vigilancia y Telecomunicaciones, cofi-
nanciado por el Gobierno Regional (GORE) Piura 
y el Ministerio del Interior, a través de un convenio 
específico, con una inversión mayor a 20 Millones. 
Sus componentes centrales: Sistema integral de 
radiocomunicaciones troncalizado digital IP; Siste-
ma de Video Vigilancia; Central de Emergencias; 
equipamiento logístico de la PNP y Capacitación. 
También municipalidades como Piura, Castilla y 
Sullana implementan video vigilancia.

■	El GORE Piura viene contribuyendo a  la resociali-
zación de los internos en el penal de Piura; en ese 
marco se ha instalado una planta para la fabri-
cación de pintura. Además se está elaborando el 
proyecto para la compra de equipos bloqueadores 
telefónicos en penal Río Seco.

Sin embargo, queda mucho por hacer, principal-
mente lograr articular la intervención de los actores 
gubernamentales y no gubernamentales; aprove-
char la oportunidad de acceder a través de proyec-
tos de inversión a recursos para implementar líneas 
de acción de los planes

en
TALARA

Población	 133,148
Delitos	 1044

PAITA
Población	 122,725
Delitos	 808

SECHURA
Población	 71,075
Delitos	 293

PIURA
Población	 734,437
Delitos	 7345

MORROPÓN
Población	 159,486
Delitos	 1139

HUANCABAMBA
Población	 127,423
Delitos	 125

AYABACA
Población	 141,708
Delitos	 220

SULLANA
Población	 309,605
Delitos	 892

Delitos contra el Patrimonio: 594 (64%)
Delitos contra la Vida, el Cuerpo y la Salud: 219 (24%)
Delitos contra la Libertad: 74 (8%)

FUENTE: PLANES LOCALES DE SEGURIDAD CIUDADANA 2012
ELABORACIÓN: OFICINA DE SEGURIDAD CIUDADANA GORE - PIURA 

Panorama Regional
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Honduras (2011)
El Salvador (2011)
Venezuela (2009)

Guatemala (2010)
Jamaica (2011)

Belice (2011)
Trinidad y Tobago (2010)

Colombia (2011)
República Dominicana (2010)

Brasil (2011)
México (2011)

Ecuador (2010)
Guyana (2010)
Panamá (2011)

Nicaragua (2011)
Paraguay (2010)

Bolivia (2010)
Costa Rica (2011)

Perú (2011)
Haití (2010)

Uruguay (2011)
Argentina (2010)

Estados Unidos (2011)
Chile (2011)

Canadá (2010)
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Tasa de homicidios por 100 mil habitantes en 
las Américas 2011 o último año disponible

Fuente: Alertamerica, el Observatorio Hemisférico de la Seguridad de la 
Organización de los Estados Americanos y Policía Nacional del Perú
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l país ha pasado de una preocupación por la vio-
lencia política y pesimismo por las expectativas de 
crecimiento económico en la década de los 80’s, 
a una preocupación por la integridad física de la 

ciudadanía al percibirse víctima potencial del accionar de 
la delincuencia. Nuestro camino pasó del desgobierno de 
los 80’s a una situación de convivencia con la violencia 
política, a la par que un proceso de crecimiento econó-
mico en los 90’s con la implementación de las políticas 
impulsadas desde el FMI y la lucha contra la violencia.

El país fue viviendo una transformación social y económi-
ca que culminó con un reclamo ciudadano por democra-
cia y órdenes sociales y estatales más estables y formales. 
Esto configuró el ánimo de la primera década del 2000; 
la continuidad del exitoso modelo en lo económico pro-
movió también nuevas demandas ciudadanas: descentra-
lización, inclusión, mayor democratización, ejercicio de la 
ciudadanía con libertad y seguridad de estas demandas. 
Hoy, la más importante para la opinión pública, es la de 
seguridad ciudadana.

Al consultar a la población en general por lo que implica 
el problema de la inseguridad ciudadana, esta señala la 
violencia callejera, la exposición al delito, al robo y a los 
asaltos violentos, así como el ver crecer esas formas de 
delito y el agobio por el temor de que las familias y seres 
queridos sean víctimas del accionar delincuencial.

Dicho temor es alentado además por la poca credibili-
dad que generan las instituciones encargadas de la se-

guridad pública en el país: la Policía Nacional, el Minis-
terio Público, el Ministerio de Justicia, el Poder Judicial y 
el Congreso de la República; estos dos últimos ocupan 
el peor lugar en la opinión pública en cuanto a credibili-
dad, percepción de corrupción e incapacidad para com-
batirla internamente1.

La seguridad ciudadana comprende mucho más que las 
acciones persecutorias y sancionadoras ante la violencia y 
hechos delictivos, va más allá de las reacciones inmedia-
tas y emocionales cuando se incurre en un pensamiento 
victimizado; requiere de una auto reflexión como socie-
dad, ciudadanos, vecinos y miembros de una misma co-
munidad que aspira a convivir cívicamente con respeto 
mutuo y armonía.

Desde esta entrada se comprende mejor que la seguridad 
ciudadana, como política pública, supone una serie de 
servicios en muchos de los cuales podemos (debemos, 
entiéndase mejor) ser agentes mucho más activos de lo 
que somos hasta ahora, estos servicios son esencialmen-
te: (a) la prevención de la violencia y el delito; (b) el con-
trol y la persecución del delito; (c) la rehabilitación y rein-
serción social; y (d) la atención a las víctimas2.

1	 CONSEJO NACIONAL DE SEGURIDAD CIUDADANA - CONASEC. Plan Na-
cional de Seguridad Ciudadana 2013-2018. Aprobado en sesión del 12 de 
julio de 2013. Decreto Supremo N° 012-2013-IN.  28 de julio de 2013, p. 
52 Nota 2, p. 51-ss.

2	 GARCÍA, Mauricio. Metodología para el diagnóstico, prevención y control 
de la corrupción en programas de seguridad ciudadana. Washington, D. C. 
Banco Interamericano de Desarrollo BID, 2010

En este punto es necesaria una digresión para pasar por 
las estadísticas a nivel latinoamericano. El Perú está bas-
tante lejos de los primeros lugares y de tener tasas tan 
alarmantes como en los paises más violentos; sin embar-
go, ocupa uno de los peores lugares posibles en cuanto a 
victimización (penúltimo). La víctimización es el indicador 
estadístico, elaborado de forma muestral, que señala por-
centualmente la población que en el último año ha sido 
víctima de un delito.

Observamos que, si bien estamos bastante lejos de los 
niveles de violencia delictiva más grave como en países 
de Centro y Sudamérica, si existe una alarmante y cre-
ciente sensación de inseguridad derivada de crímenes 
menos violentos, como el hurto y vandalismo, que si 
bien no ponen en riesgo necesariamente la integridad 
física de las víctimas, si culminan con el despojo o agre-
sión. Volviendo la mirada hacia nuestro país, muchos de 
los requerimientos de seguridad ciudadana están pen-
dientes por ausencia del Estado, pero también está au-
sente de la atención ciudadana las actitudes necesarias 
para construir una sociedad solidaria, estable y segura.

Tal es el caso de la prevención, que si bien parte del Sec-
tor Educación (primordial para la formación de valores 
ciudadanos, tolerancia, respeto y condena de toda forma 
de violencia) haciendo de la escuela la principal contri-
buyente en este proceso formativo, es imposible pensar 
en tener grandes logros si en el esquema está ausente la 
institución familiar y la formación espiritual.

El control y la persecución del delito es el encargo princi-
pal de la Policía Nacional, el Ministerio Púbico y el Poder 
Judicial; sin embargo, es importante el soporte ciudadano 
mediante actitudes y conductas cívicas que eviten la pasi-
vidad ante la corrupción y se procure una convivencia en 
base al diálogo y la tolerancia.

La rehabilitación y reinserción social tienen que ver con 
la calidad del servicio del Poder Judicial, el cumplimiento 
de una condena en condiciones que permitan una ade-
cuada recuperación del sentenciado; más importante 
aún, su reinserción plena y la posibilidad de recomponer 
el daño causado para resarcir a la víctima; más allá de 
toda culpa, recomponer y reinsertar productivamente al 
victimario. También tiene que ver con la implementación 
de mecanismos alternativos de justicia más humanos e ir 
progresando en la implementación de procesos de justi-
cia restaurativa, sobre todo para los infractores menores 
de edad, con el cumplimiento de servicios comunitarios, 

Mirko Carrillo B.
Secretaria Técnica del Consejo Nacional 

de Seguridad Ciudadana

A propósito del recientemente 
aprobado PLAN NACIONAL de

conducentes a una relación de perdón y convivencia sa-
ludables.

La atención oportuna y adecuada a la víctima es un com-
ponente que requiere especialización, pues también debe 
ser rehabilitada. Esta inicia con el contacto adecuado de 
la Policía y las autoridades encargadas de la justicia, y de 
quienes se ocupan de su salud física y psicológica; invitan-
do en todo momento a ser parte del proceso de justicia 
restaurativa con el fin de perdón y rehabilitación saluda-
ble de la víctima3.

En este marco, desde el Estado se ha propuesto, el úl-
timo 28 de julio, el “Plan Nacional de Seguridad Ciuda-
dana 2013-2018”, aprobado por Decreto Supremo N° 
012-2013-IN como Política Nacional del Estado Peruano. 

3	 Ib. Id.

SEGURIDAD 
CIUDADANA
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Este es el primer esfuerzo estatal en los casi 10 años de 
existencia del Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana 
(CONASEC) por proponer un plan multianual de mediano 
plazo, para tratar de desarrollar políticas y planes mul-
tianuales con el respaldo y participación de todos los sec-
tores involucrados.

Este plan requiere, para su implementación, del segui-
miento y la intervención de la ciudadanía para el cumpli-
miento de sus objetivos.

Lo positivo de una apuesta multianual de mediano y corto 
plazo es que permite el planeamiento de procesos de gran 
alcance territorial y temporal, así como implementar presu-
puestos para inversiones, alejadas del criterio cortoplacista 
y enfocándose en los requerimientos específicos de acuer-
do a las distintas realidades sociales y geográficas del país.

Las líneas estratégicas4 propuestas en el plan son:

1.	 Disponer de un Sistema Nacional de Seguridad Ciu-
dadana articulado y fortalecido, consolidando la aten-
ción transectorial del problema.

2.	 Implementar espacios públicos seguros como lugares 
de encuentro ciudadano. Este es uno de los objetivos 
fundamentales del plan. Entendemos como espacios 
públicos todos aquellos en que la ciudadanía se reune 
y encuentra para interrelacionarse y ejercer sus dere-
chos en libertad y respeto, esto comprende desde los 
parques y veredas hasta los centros de recreo, deporte 
y las vías públicas. En esta línea es donde mejor se en-
tiende la necesidad de la intervención transectorial de 
los distintos niveles de gobierno nacional, local y de la 
ciudadanía.

3.	 Reducir los factores de riesgo social que propician 
comportamientos delictivos, en los que intervienen las 
instituciones preventivas y la organización local, ade-
más de los sectores de justicia y educación.

4.	 Promover la participación de los ciudadanos, la socie-
dad civil, el sector privado y los medios de comunica-
ción para lograr una convivencia cívica, armoniosa y 
socialmente saludable.

5.	 Fortalecer a la Policía Nacional del Perú como lo requie-
re una institución moderna, con una gestión eficaz, 
eficiente y con altos niveles de confianza ciudadana.

6.	 Mejorar el sistema de administración de justicia para la 
reducción de la delincuencia, involucrándose desde los 

4	 Ib. Id. Nota 3. “Plan Nacional de Seguridad Ciudadana 2013-2018” apro-
bado Decreto Supremo N° 012-2013-IN; del 28 de julio de 2013.

procesos de administración hasta los procesos restau-
rativos y de reinserción.

Ciertamente, las intenciones de este documento deben 
ser difundidos y compartidos por la sociedad para pro-
mover el debate entre la ciudadanía. Será la decisión del 
gobierno por proponer un gran debate sobre el tema lo 
que puede ayudar al pais a formularse un objetivo común 
y compartido sobre seguridad ciudadana y reconocer has-
ta dónde llega el compromiso del Estado para respaldar 
su propia propuesta; por lo pronto el Sistema Nacional de 
Seguridad Ciudadana ha pasado de ser presidido por el 
Ministro del Interior a ser presidido por el propio Primer 
Ministro. Todos necesitamos que el gobierno tenga éxito 
por el bien del pais.

Diana Tantaleán
Oficina de Coordinación del Sector Social

Compañía de Jesús - PerúLa tarde del martes 
16 de julio un medio de 

comunicación reveló, a través de 
unos audios, la negociación “bajo 

la mesa” de las diferentes bancadas 
del Congreso de la República en 

la designación de los magistrados 
del Tribunal Constitucional, los 

directores del Banco Central 
de Reserva y el titular de la 

Defensoría del Pueblo. A pesar de 
la denuncia, el Congreso realizó los 
cuestionados nombramientos al día 

siguiente. La población se indignó 
ante la denominada “repartija” y se 

volcó a las calles para expresarla 
en diferentes movilizaciones, 
obligando a las autoridades a 

dar marcha atrás y anular dichas 
designaciones.

Rocío Silva Santisteban, secretaria 
ejecutiva de la Coordinadora 

Nacional de Derechos Humanos, 
nos habla de las movilizaciones y 

comenta el papel de los jóvenes en 
la escena política.

Entrevista a 
Rocio Silva Santisteban, 

Secretaria Ejecutiva de la 
Cooordinadora Nacional 

de Derechos Humanos

¿Qué lectura hace de estas movi-
lizaciones que se han dado? ¿Qué 
opinión le merece esta reacción 
de la ciudadanía?

Hay que diferenciar entre las tres mo-
vilizaciones que se realizaron pues 
han tenido contrastes. La primera, 
la del 17 de julio, no fue tan masi-
va pero pudo ser convocada en tres 
horas, eso es algo que las personas 

con experiencia en movilizaciones 
políticas no podían concebir. Algunos 
decían: “esto es una locura, no va a ir 
nadie”. Sin embargo, fue sumamente 
efectiva, pero no porque se haya con-
vocado a través de las redes sociales, 
sino porque hay un colectivo de jóve-
nes de diferentes tendencias y grupos 
políticos, de universidades como la 
Católica, San Marcos o la Villarreal, 
que están organizados y sentían un 

gran malestar en relación con lo que 
estaba sucediendo en el Congreso.

La marcha del 22 de julio tuvo una 
convocatoria más amplia, fue convo-
cada y respaldada desde la Coordina-
dora pero quienes la lideraban eran 
nuevamente los colectivos de jóvenes 
que provenían de diferentes grupos 
bastante organizados; ellos se han 
estado reuniendo mucho antes por 

Existe una gran cantidad de

JÓVENES
CONCIENCIA

con

DERECHOS Y
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diferentes temas, al igual que una 
serie de personalidades indignadas 
por lo que estaba sucediendo, como 
Claudia Cisneros, Jason Day, Frances-
ca Brivio. También participaron otros 
jóvenes que forman parte de partidos 
políticos, de Patria Roja, etc.

Ambas movilizacio-
nes, las del 17 y la del 
22, tuvieron como 
objetivo específico 
parar “la repartija”.

La marcha del 27 de 
julio fue bastante 
organizada, y su ob-
jetivo era solidarizar-
se con los reclamos 
gremiales de los sec-
tores de trabajadores 
de nuestro país. Esta 
fue convocada por 
la Confederación Ge-
neral de Trabajadores 
del Perú (CGTP), la 
Confederación Inter-
sectorial de Trabaja-
dores Estatales del 
Perú (CITE), así como una serie de 
centrales sindicales como construc-
ción civil, la Central Unitaria de Traba-
jadores del Perú (CUT) y también por 
los colectivos de jóvenes y la Coordi-
nadora Nacional de Derechos Huma-
nos.

¿Cómo se desarrollaron las mar-
chas? Se comentó que la violen-
cia en una de ellas surgió porque 
la barra de Universitario estuvo 
presente.

En la marcha del 22 un grupo de 
jóvenes quería ir al Congreso y otro 
grupo planteaba una marcha más 
de visibilización. Yo estaba un poco 
preocupada porque el Ministro del 
Interior había dicho que la marcha 
no tenía permiso y se había dispues-

to que estuviera la policía presente; 
también se dispuso que no se salie-
ra de la Plaza San Martin, lo cual era 
muy difícil porque era una moviliza-
ción. En un momento determinado 
se redirigió la marcha y decidieron ir 
al Congreso. Sin embargo, solo se lle-

gó hasta el Ministerio Publico; allí se 
dispersaron algunos jóvenes por las 
bombas lacrimógenas pero otro gru-
po se quedó en la Avenida Abancay 
porque estaban tocando los sikuris y 
bailando. En ese momento escuché 
que un oficial le dijo a la tropa: “se 
acabó este asunto, comenzamos con 
las detenciones” y comenzaron a tirar 
bombas lacrimógenas y gas pimienta 
de manera exagerada. A mí también 
me han golpeado y no había ningún 
motivo para justificar ese tipo de re-
presión, eso nos parece un abuso de 
autoridad.

La movilización del 27 fue multitudi-
naria y muy festiva. Eran cuadras de 
cuadras, deben haber sido como 25 
cuadras. Yo después he conversado 
con los dirigentes del Colectivo Lolo 

Fernández, que no forman parte de 
la barra de la trinchera norte. Mu-
chos de ellos son hijos de los socios 
del club. Ellos nos habían dicho para 
participar el 27 porque tienen un re-
clamo, una solicitud de privatización 
del equipo por sus deudas, y los diri-

gentes del colectivo sabían que esta-
ban estigmatizados como violentos, 
así que buscaron portarse mejor que 
todos los demás.
Habría que preguntarse quienes ini-
ciaron las acciones en la marcha del 
27, si es que las hubo. Mi prime-
ra hipótesis es que sí hubo algunas 
acciones pero que no justificaban la 
represión final. Hubo algunas accio-
nes aisladas de parte de un grupo 
que estuvo en el Campo de Marte y 
que trató de entrar a la movilización, 
pero la dirigencia de la CGTP decidió 
que vaya adelante, eran militantes 
del partido Aprista. Estos militantes 
tienen en algún momento un choque 
con la policía, pero se disipa.

Todo esto lo estoy revisando en los 
incontables videos que hay pues, a 

diferencia de situaciones políticas an-
teriores, hoy en día cada quien puede 
ser reportero de sus propias acciones 
y puedes encontrar una increíble can-
tidad de información sobre el tema. 
Eso me parece bastante sano porque 
si los medios te dicen una versión, tú 
puedes encontrar otras fuentes a tra-
vés de internet.

También contrasta mucho la cobertu-
ra periodística de estas marchas con 
la marcha más grande que tuvimos 
hace 2 años en contra de que Keiko 
Fujimori subiera al poder como pre-
sidenta del Perú, previa a la segunda 
vuelta. Ahí también hubo una multi-
tud de gente y los medios dijeron que 
había 300 personas. Claro, los me-
dios tienen su propia agenda, la cual 
a veces coincide y a veces no coinci-
de. Cuando no coincide van a tratar 
de aminorar el impacto de una mo-
vilización de tal magnitud. Hay que 
tener en consideración que no todos 

los medios son iguales, hay diferen-
tes propuestas, pero los canales de 
televisión que pasan estos programas 
embrutecedores no tienen ningún in-
terés en mostrar que la juventud no 
es bruta sino pensante, dialogante y 
de acción.

¿Por qué cree que se da una reac-
ción tan violenta por parte de la 
policía para reprimir el avance?

No entiendo cuál es la explicación, 
creo que es un modus operandi. Esto 
sucedió en las tres marchas, la repre-
sión ha sido similar en las 3 ocasiones.

En la Coordinadora estamos prepa-
rando un informe detallado sobre el 
abuso de autoridad. Porque, verda-
deramente, no podemos quedarnos 
callados; protestar es un derecho y 
para movilizarnos no necesitamos 
ninguna autorización, está permiti-
do. Incluso hay sentencia del Tribunal 

Constitucional en ese 
sentido.

Lo que demostró la 
marcha del 22 fue 
que no era solamente 
una marcha de lime-
ños, porque también 
hubo réplicas en Tacna, 
Arequipa, Cajamarca, 
Cusco, en todos lados. 
Entonces sí creo que 
hay una indignación 
ciudadana en relación 
con una serie de errores 
que está cometiendo la 
clase política.

Al juntarse diferentes 
agrupaciones, sobre 
todo en las últimas 
marchas, también se 
podía correr el riesgo 
de que algunos gru-
pos la usaran para su 

propio beneficio, para visualizarse 
ellos.

Siempre hay alguien que quiere hacer 
eso, pero ya depende de la organiza-
ción de la movilización. Por ejemplo, 
en la última sabíamos que se podía 
infiltrar el MOVADEF1 o alguno de 
estos grupos, pero nosotros dejamos 
bien claro que esta era una marcha 
democrática e institucional, y noso-
tros no somos violentistas ni estamos 
pretendiendo iniciar otra guerra po-
pular, todo lo contrario, queremos 
que se fortalezcan las instituciones y 
se respeten los derechos humanos.

Se ha visto muchos jóvenes de 
diferentes colectivos y agrupacio-
nes en las movilizaciones. ¿Cree 
que esta generación está desper-
tando a la participación política a 
diferencia de otras generaciones?

Todos estos jóvenes estaban articu-
lados y forman parte de diferentes 
grupos y colectivos, son muy movi-
dos y creativos, como la rata gigan-
te que hicieron para la marcha del  
27, y en el último plantón hicieron 
una bomba lacrimógena gigante. 
Son acciones irreverentes y simbóli-
cas, al mismo tiempo que le dan una 
increíble fuerza. Eso también estu-
vo en la marcha de Fujimori Nunca 
Más, como ese grupo de chicas de 
la Universidad de San Marcos que 
se colocaron dibujos de úteros en-
sangrentados, fue verdaderamente 
un icono extraordinario para poder 
representar algo muy difícil como 
las esterilizaciones forzadas. Hay 
una gran cantidad de jóvenes que se 
han politizado, en el mejor sentido 
del término, que tienen conciencia 
de sus derechos y de sus posibilida-
des. ¿Qué es lo que quieren? una 

1	 Movimiento por Amnistía y Derechos Funda-
mentales

Actualidad
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Movilizarse colectivamente bajo con-
signas sociales y políticas, en un con-
texto donde la represión policial y mi-
litar se torna en un hecho innegable, 
es un asunto, por lo menos, delicado. 
Sin embargo, la adrenalina causada 
por la indignación y la vergüenza de 
tener un presidente sin liderazgo, por 
las descaradas repartijas que se preten-
dieron en el Congreso de la República, 
por leyes que, tímidamente, buscan 
una suerte de consenso con los grupos 
vulnerables, como lo son los trabajado-
res sindicalizados, los estudiantes, las 
mujeres, los niños y las personas cuyas 
realidades son abrumadoramente pre-
carias, y solamente son pateadas a un 
lado, hace que la pulsión interna llame 
a la conciencia cívica. Avisar a los com-
pañeros; quedar una hora antes, ‘com-
pa’, para organizarnos bien en la plaza 
y cuidarnos de los infiltrados; revisar la 
hora para no llegar tarde; suave con 
encontrarnos con las calles cerradas, 
compañera, no vayamos a cruzarnos 
con la gente asustada corriendo sin sa-
ber qué sucede con estos jóvenes y los 
'tombos' que los persiguen; llevar los 
documentos y los números de emer-
gencia por si hay ‘levante’, compañera, 
tú sabes, para (aunque sea) evitar pasar 
peores ratos y, cualquier cosa, hacer las 
denuncias al toque; ya está el vinagre y 
los guantes para las lacrimógenas; las 
zapatillas que ya han corrido huyendo 
de la policía montada; pañuelos que 

REGENERANDO FUERZAS
puedan cubrir la cara para proteger 
la nariz y los ojos de los gases y, sobre 
todo, coraje y valentía compañeras y 
compañeros, porque sí habrá represión 
y será desmedida.

Y sí la hubo, y fue brutal e injusta. Sin 
embargo, no se retrocedió. Desde mi 
perspectiva vi cómo, desde el 4 de ju-
lio, las personas, los colectivos y comi-
tés, las organizaciones de una precaria 
sociedad civil, se organizan para, a su 
manera, (re)generar aquellas memorias 
que pocos están dispuestos a revivir, evi-
denciar ausencias de libertades, mostrar 
fuertes descontentos con la estructura 
nacional; generar, en otras palabras, la 
necesidad de levantamientos masivos 
para nutrirlos, como dice Johann Baptist 
Metz, con la fuerza subversiva de los su-
frimientos evocados.

Durante las últimas marchas hubo des-
organización y hubo miedo, pero tam-
bién hubo fe y esperanza. Y estas son 
las razones por las cuales las personas 
seguiremos  insistiendo en marcar la lí-
nea por donde el actual gobierno, y la 
estructura estatal, debe andar; una línea 
de solidaridad, comprensión, humani-
dad, reconocimiento de la otra persona 
y, por supuesto, de amor.

Carla Toche Casalino
Estudiante de la Universidad Antonio 

Ruiz de Montoya

democracia representativa, efectiva 
y verdadera. En este punto se vin-
culan tanto los jóvenes de espacios 
políticos de izquierda como algunos 
jóvenes apristas, PPKausas, etc. Pero 
en el cuestionamiento al modelo 
neoliberal y al modelo activista sí se 
pondrían ciertas diferencias; pero en 
general ha habido una plataforma 
ya existente de jóvenes articulados a 
través de colectivos.

Aquí existe una diferencia, por ejem-
plo, con mis alumnos de los años 90 
en San Marcos que no salían a mar-
char ni a rastras, ¿por qué? porque 
venían de la experiencia terrible de 
los 80 en la que nosotros mismos 
que salimos a marchar tuvimos que 
atravesar una politización de la uni-
versidad, que fue muy desfavorable 
y causó una crisis interna y muertos 
universitarios. En ese sentido lo que 
sucede hoy en día es un replantea-
miento de la política dentro de para-
digmas democráticos que son suma-
mente sanos y saludables.

¿Cree que esta manera de expre-
sar la disconformidad con el go-
bierno es pasajera?, ¿cómo ase-
gurar que no decaiga este interés 
por decir “tengo voz y tengo el 
derecho a protestar y a manifes-
tarme”?

Yo creo que hay que confiar en la 
juventud, creo que no es un tema 
simplemente de una mañana o de 
una noche o de un momento espon-
táneo de indignación. Si tú escuchas 
los discursos de los jóvenes verás que 
son muy inteligentes, con una pasión 
política interesante. Han asumido 
también varias luchas; por ejemplo, 
casi todos han asumido las luchas del 
movimiento feminista. Ahí hay una 
pedagogía por entender también la 
lucha del otro y eso me parece fun-
damental, lo dicen en sus arengas: 

“luchando y marchando también nos 
educamos”, eso es importantísimo, 
vital. A mí, vieja profesora universita-
ria, me da lecciones de cómo los pro-
pios colectivos de jóvenes piensan la 
alteridad, eso es fundamental.

En futuras movilizaciones, depen-
diendo del origen y si es justa o 
no, lo que se tiene que dar es una 
movilización de todos los sectores 
de la ciudadanía, pero no para que 

cierren el Congreso ni nada de eso, 
por el contrario, para que se forta-
lezcan las instituciones y evitar la 
corrupción, para visibilizar toda una 
serie de problemas que solo son vi-
sibles cuando se pone el dedo en 
la llaga. La movilización del 17 fue 
una marcha pedagógica para la cla-
se política. Los jóvenes le enseñaron 
a la clase política lo que significa 
una “repartija” y lo que significa un 
acuerdo serio; fue una sanción mo-
ral y ética fuertísima.

a transcurrido ya una dé-
cada desde que la Comi-
sión de la Verdad y Recon-
ciliación (CVR), grupo de 

trabajo que tuve el privilegio de presi-
dir, entregó a los poderes del Estado 
y al país su Informe Final, documento 
que plasmó el  resultado del trabajo 
emprendido durante dos años, cum-
pliendo así un encargo hecho por el 
Estado peruano.

Nuestra misión era transparente: de-
bíamos esclarecer, en la medida de 
lo posible, la naturaleza del proceso 
y los hechos que configuraron el pe-
riodo de violencia más doloroso y ex-
tenso del Perú durante su vida como 
nación independiente. Dicha labor 
era, evidentemente, rechazada por 
los responsables directos e indirectos 
de graves violaciones a los derechos 
humanos; sin embargo, resultaba ne-
cesaria para el saneamiento moral y 
cívico de nuestra patria.

En la hora presente, diez años des-
pués, los artículos de balance sobre 
la tarea que la Comisión emprendió, 
así como aquellos sobre el modo 
en que el Estado se ha comportado 
frente a ese trabajo y sus recomen-
daciones, estarán a la orden del día. 
Ahora bien, desde nuestra perspec-
tiva, lamentablemente, la sociedad 
peruana en su conjunto aún no se ha 
colocado a la altura de los retos que 
el Informe le exigía, y ello sobre todo 
en relación con el trato justiciero de-
bido a las víctimas del conflicto. Esta 
afirmación no implica una negación 
de los esfuerzos y avances que, tanto 
desde algunas entidades del Estado 
como desde instituciones de la so-
ciedad civil, se han emprendido para 

Salomón Lerner Febres
Instituto de Democracia y 
Derechos Humanos - IDEHPUCP

La dimensión ética
DE LA COMISIÓN 
DE LA VERDAD Y 
RECONCILIACIÓN
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afrontar el legado de dos décadas de 
violencia. Sin embargo, resulta nece-
sario tener claro el escenario político 
y social de la última década, en el que 
cualquier esfuerzo de reforma estuvo 
supeditado a la estabilidad macro-
económica, ubicándose el discurso y 
las acciones referentes al respeto de 
los derechos humanos a pie de pági-
na, ello si es que no fueron omitidos.

Por ello, es indispensable rescatar 
con memoria fidedigna y moral cuál 
fue la razón de nuestro mandato, en 
particular en los aspectos axiológicos 
que guiaron nuestra actuación como 
miembros de la CVR.

Al iniciar nuestro trabajo, asumimos 
ante el país una Declaración de prin-
cipios y de compromiso con la nación, 
documento en el que expresábamos 
los valores sobre los cuales estaría ba-
sado el cumplimiento del mandato 
otorgado por el Estado peruano. Di-
chos principios eran la defensa de la 
cultura de los derechos humanos, la 
consolidación de una democracia ge-
nuina, la implantación de una justicia 

solidaria y una absoluta transparencia 
en la ejecución de las investigaciones 
que la Comisión debería llevar a cabo.

Fue pues, desde dichas convicciones, 
que ordenamos un trabajo que, en 
principio, tenía dos ejes centrales: 
el esclarecimiento histórico de su-
cesos de violencia que afectaron al 
país durante las últimas dos décadas 
del siglo XX y la elaboración de he-
rramientas y casos que permitieran 
alcanzar el máximo de justicia, no 
sólo en el terreno punitivo para los 
delitos cometidos, sino también en 
el sentido de reconocimiento y repa-
ración a quienes de modo inocente 
se vieron envueltos en la desgracia 
padecida.

Si bien los enfoques histórico y jurídi-
co fueron importantes en las labores 
que realizamos, ellos fueron enrique-
cidos con los aportes de diversas disci-
plinas y, sobre todo, con la búsqueda 
de una verdad éticamente motivada 
y afectivamente concernida, y ello 
debía ser así pues nuestro principal 
compromiso se encontraba con las 

víctimas de los 
hechos ocurridos, 
quienes, en su 
mayoría, pertene-
cían a los sectores 
más excluidos de 
nuestra patria.

Ahora bien, para 
emprender nues-
tra tarea, resul-
taba necesario 
que la CVR tuvie-
ra claros algunos 
conceptos claves. 
Entendimos que 
la verdad que de-
bíamos buscar y 
presentar al país 
no era una mera 
formulación cien-

tífica, sino que debía estar provista 
de contenido y repercusión morales, 
es decir, que fuera sanadora y re-
generadora. Por esta razón, la CVR 
señaló que su concepto de verdad 
era un “relato fidedigno, éticamente 
articulado, científicamente respalda-
do, contrastado intersubjetivamen-
te, hilvanado en términos narrativos, 
afectivamente concernido y perfecti-
ble, sobre lo ocurrido en el país en 
los veinte años considerados por su 
mandato”.

Esta visión se basó en la comprensión 
de un hecho fundamental: las Comi-
siones de la Verdad no sustituyen a 
la justicia ordinaria, sino que cons-
tituyen instancias de recuperación 
moral e histórica de las sociedades 
que las conforman. Por esta razón, 
estos grupos de trabajo deben res-
catar un sentido cívico muchas veces 
olvidado, que incluya y, a la vez, tras-
cienda a la identificación y sanción 
de los responsables de violaciones 
flagrantes de los derechos huma-
nos. Así, las investigaciones e inda-
gaciones que realizamos no podían 

circunscribirse únicamente a una 
mera enumeración de hechos o al 
señalamiento de posibles acusados 
ante la justicia, sino que las mismas, 
entendíamos, debían constituirse en 
fuente de pedagogía ciudadana y re-
afirmación ética en las dimensiones 
de lo personal y lo social.

En ese sentido fuimos rigurosos con 
las herramientas que empleamos. 
De un lado se acogió a los expertos 
y a los métodos científicos y técnicos 
más actualizados, a fin de garantizar 
la mayor objetividad posible en el es-
clarecimiento de los hechos encontra-
dos y, de otro lado, se convocó a cali-
ficados especialistas en diversas áreas 
del conocimiento para el adecuado 
análisis e interpretación de esos suce-
sos ocurridos.

Ahora bien todo ese trabajo profesio-
nal reposaba en una cuestión previa 
y esencial: escuchar a todas las voces 
concernidas en la cuestión que nos 
tocaba estudiar. Dada la deuda de 
justicia y solidaridad que el país tenía, 
privilegiamos escuchar a las víctimas 
de la violencia tanto a través del reco-
jo de testimonios en todo el país, así 
como con el desarrollo de audiencias 
públicas de casos y temas que de-
sarrollamos durante buena parte de 
nuestro mandato. Por supuesto, tam-
bién nos entrevistamos con los acto-
res directos e indirectos de los hechos 
(autoridades políticas, miembros de 
las fuerzas del orden, integrantes de 
las organizaciones subversivas, líderes 
de opinión y otros) para escuchar sus 
versiones sobre lo ocurrido.

Dejamos claro asimismo que el relato 
que presentábamos al país era per-
fectible y proyectado hacia el futuro. 
Por ello se establecieron los criterios 
que permitirían el perfeccionamiento 
constante de su narración, con miras 
a acoger nuevos testimonios de vícti-

mas desconocidas, así como posibles 
perspectivas de análisis y crítica que 
enriquecieran los hallazgos empren-
didos.

Ya lo mencionábamos: a la tarea de 
esclarecimiento de la verdad, se sumó 
la necesidad para las víctimas de re-
cibir justicia, así como el inicio de un 
proceso de reconciliación, que cons-
tituiría un punto de llegada y una 
estación de partida para nuestra so-
ciedad.

■	Entendimos a la Justicia como un 
principio regulador de nuestra vida 
social y política, el cual expresa un 
ideal de convivencia en el que se 
garanticen y respeten los derechos 
y la dignidad humanos. Este valor 
lo entendimos básicamente des-
plegado en cuatro dimensiones: a) 
moral; es decir en tanto conducta 
humana que cualquier persona, 
con inteligencia y libertad, ha de 
asumir experimentando el princi-
pio central del Reconocimiento de 
los otros hombres en la igualdad 
de derechos, incluido aquel de ser 
diverso, reconocimiento que im-
plica solidaridad, respeto, fraterni-
dad; b) judicial, vinculada a la la-
bor de procesamiento y sanción de 
los perpetradores de vulneraciones 
a los derechos fundamentales y de 
actos de violencia, no importando 
de que bando ellos se reclamaran; 
c) reparadora, y por tanto vincula-
da a los esfuerzos por resarcir a las 
víctimas de la violencia por los da-
ños padecidos; y d) político – so-
cial, expresada en los esfuerzos de 
reforma institucional que debería 
emprender el Estado para afirmar 
relaciones sociales más equitativas, 
democráticas y solidarias. 

■	Finalmente, la Reconciliación im-
plicaba para nosotros la creación 
de un acuerdo social superior, ins-

pirado en la práctica de la justicia 
y la solidaridad y por el que se ha 
de proclamar –y vivir consecuente-
mente- el valor y la dignidad ab-
solutos de la persona humana. Re-
conciliación que si bien puede ser 
ayudada por el perdón, no ha de 
confundirse con él, pues perdonar 
es facultad que corresponde tan 
sólo a la conciencia del agraviado, 
así como, de otra parte, el arre-
pentimiento no puede ser obliga-
do por la ley objetiva. En todo caso 
al referirnos a la Reconciliación, sin 
desdeñar los fenómenos de micro-
reconciliación entre personas muy 
concretas, nosotros queríamos 
imaginar un proceso de naturaleza 
ética y con densidad socio-históri-
ca que nos llevará a una sociedad 
más justa y democrática.

Así pues, la reconciliación como “re-
producción del pacto social entre 
persona – comunidad - Estado” la 
entendemos como un proceso lar-
go, quizás penoso y que excluía, por 
supuesto, todo menoscabo de la jus-
ticia legal y punitiva a través de am-
nistías o indultos propiciatorios de la 
impunidad. Desarrollando a través 
de casi dos años (setiembre 2001 – 
agosto 2003) las tareas correspon-
dientes a los principios señalados, el 
grupo de personas que nos compro-
metimos con entregar al Perú una 
rendición de cuentas de veinte años 
de padecimientos, llegamos a un 
veintiocho de agosto de 2003.

Esa fecha entregamos el resultado de 
nuestra labor. Al hacerlo hicimos le-
gado al país de una serie de tareas. 
Han transcurrido diez años, hoy toca 
al Estado que nos representa -y tam-
bién esto se aplica a cada uno de los 
peruanos– preguntarnos cuánto he-
mos avanzado en el cumplimiento de 
nuestros deberes y actuar en conse-
cuencia.
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i admiración por el trabajo de la Comisión 
de la Verdad y Reconciliación (CVR), liderada 
por el Dr. Salomón Lerner Febres y el equipo 
de comisionados, es firme. Su Informe es, 

hasta ahora, la más exacta presentación de la terrible tra-
gedia que sufrió el Perú en los años del conflicto interno.

Al iniciar estas líneas recuerdo una conversación con 
José Coronel Aguirre, ayacuchano de cabeza a pies, 
hombre bueno, inteligente y comprometido con el país 
que sirvió a la CVR en Ayacucho durante esos dos años 
de la Comisión. La conversación tuvo lugar en Putis, en 
la puna de la Provincia de Huanta (Ayacucho). Yo esta-
ba impactado por el trabajo de los forenses en la fosa 
común más grande encontrada hasta ese momento: 
97 cadáveres, casi la mitad de los cuales eran niños pe-
queños1. Esta matanza de lesa humanidad fue cometi-
da por el ejército, así como otras matanzas criminales 
fueron hechas por Sendero Luminoso. Decía a José en 
mi asombro, “Sabes Pepe, ante esta fosa, tengo la im-
presión que la cifra de casi 70 mil muertos de la CVR 
fuera conservadora”. Pepe me miró un momento y dijo: 
“Francisco, en el limitado tiempo que tuvimos en la CVR 
era imposible, a pesar del mucho trabajo que sí pudimos 

1	 Mayo del 2008 (N. E.)

realizar, dar con un número exacto de muertos. Hubo sí 
una proyección sólidamente fundada. De todos modos, 
yo creo que puede haber 15 o 20 mil más. Hay lugares 
de matanzas, sin investigación todavía, que ni existen en 
el mapa oficial del país”.

El Informe al país de la CVR nunca pretendió ser la única 
y última palabra sobre la guerra interna. Asumir el Infor-
me como una especie de “Palabra de Dios” no sólo es 
absolutamente falso, sino que tergiversa su intención. El 
Informe buscaba ofrecer al país un estudio sumamente 
serio para generar una discusión nacional de cómo he-
mos podido llegar a una hecatombe tan desastrosa e in-
humana, y cómo hemos de caminar de aquí en adelante 
para que nunca más se repita. La CVR informa que por lo 
menos 75% de los muertos -y creo que esta cifra puede 
ir aumentando en el futuro- eran personas cuya lengua 
materna era quechua. Es decir, los que más sufrieron en 
carne propia los embates de la guerra pertenecían a ese 
gran sector marginado que nunca estuvo plenamente in-
tegrado y fue secularmente menospreciado.

Si lo que escribo anima al lector o a la lectora a entrar en 
la página web de la CVR para leer de nuevo la presen-
tación a la nación del Informe del Dr. Lerner, este texto 
habrá cumplido su cometido.

El Proceso de la Guerra

Es cierto que en los primeros años de la guerra, espe-
cialmente aquí en Ayacucho, un número significativo 
de campesinos se unieron a Sendero Luminoso, viendo 
en ellos la posibilidad de su emancipación, lo cual creó 
un conflicto interno en muchas comunidades campesi-
nas. Sin embargo, cuando las intenciones de Sendero, su 
autoritarismo tan frecuentemente salvaje, y su profundo 
desconocimiento de la cultura y prácticas campesinas 
quedaron evidentes (a partir de 1985, y en otros lugares 
aún antes), se fueron creando (en alianza con el Ejército) 
los llamados Comités de Autodefensa. Son estos Comités, 
formados en toda la sierra, los que se constituyeron en 
el gran dique de contención ante el avance de Sendero. 
Cuando se dice y se repite que las Fuerzas Armadas son 
las que ganaron la guerra, sin reconocer el enorme papel 
del campesinado, se comete una barbaridad histórica de 
alto vuelo, cosa que no hizo la CVR, la cual sí reconoce 
el papel decisivo de los hombres y mujeres del campo. La 
decisión de Sendero de intentar poner en jaque a Lima 
y toda la costa del país durante los últimos años de la 
década de los 80’s fue porque había sido derrotado en 
la sierra. Su derrota se debe mayormente, en mi opinión, 
al heroísmo de tantos hombres y mujeres del campo, en 
Ayacucho y en otros departamentos de la sierra; el país 
les debe hasta hoy el reconocimiento del papel importan-
tísimo que jugaron en la derrota de Abimael Guzmán y su 
huestes, un reconocimiento todavía lejos, lejísimos, de ser 
efectivamente realidad.

La Recepción del Informe de la CVR

La recepción del Informe ha sido a lo sumo ambiguo, y 
hasta vergonzosamente decepcionante. Por una parte 
surgió el “Movimiento Para Que No Se Repita”, fiel duran-
te estos 10 años a las propuestas del Informe y a la visión 
tan fundamental del mismo de abogar por la formación 
de una nación nueva, inclusiva, donde todo hombre y 
toda mujer en este país formen parte gozosamente de 
una verdadero “nosotros nacional”.

Los partidos que gobernaron el país durante esos terribles 
años han hecho todo lo posible para ningunear el Infor-
me. Ellos, junto con las Fuerzas Armadas, los medios de 
comunicación que la derecha de siempre controla, con 
apoyo de voceros como Rafael Rey, han hecho lo posible 
para que el Informe se borre de la mente de todos los pe-
ruanos. Y es justo reconocer que su trabajo de ninguneo 
ha tenido mucho éxito. Hoy, en el país, uno de los princi-

pales puntos de la agenda es borrar la memoria y voltear 
la página, para seguir siendo el Perú de siempre, con sus 
Baguas, sus menosprecios seculares, sus "repartijas" y la 
aceptación de que “la plata viene sola”. Por lo menos Fuji-
mori sigue en su prisión dorada, aunque no sabemos por 
cuánto tiempo.

El Informe de la CVR y la historia del país

Hace algunas semanas recibí un e-mail de una amiga de 
larga data, profesora en la Universidad Católica de Lima, 
indicándome que estaría en Ayacucho para una gran re-
unión de historiadores en la cual tendría una ponencia. 
Me mandó la lista larga de ponentes y sus temas. Luego 
de haber repasado la lista respondí a su e-mail, ante 
todo felicitándola, y le pregunté por qué ninguno de los 
ponentes ha tomado el Informe de la CVR como un hito 
para investigar los procesos de la Colonia y la Repúbli-
ca, para entender mejor de dónde hemos venido y qué 
país hemos llegado a ser. Me imagino que mi pregunta 
giraba en torno a ese consabido Perú Oficial y Perú Pro-
fundo. Ciertamente el Perú Profundo se ha movido tre-
mendamente en los últimos 60 años, pero la historia de 
marginación, con sus prejuicios raciales y culturales de 
millones de peruanos, continúa. El acceso a una salud y 
educación públicas de calidad, especialmente (aunque 
no solamente) en las zonas rurales, son inaccesibles para 
tanta gente nuestra. El derecho a una vida digna sim-
plemente no existe para muchas personas en el país. Por 
eso creo profundamente que el Informe de la CVR es 
mucho más que el relato de los últimos 20 años del siglo 
pasado. Es un relato, en efecto, de lo que somos como 
nación, desde la Colonia hasta hoy. Ha de servir como 
el marco de comprensión para cualquier investigación 
histórica seria.

Para terminar…

El Informe de la CVR hoy se encuentra marginado de la 
agenda nacional, pero sobrevivirá. Eso lo creo firmemen-
te. Lo creo porque este país es y ha sido capaz de producir 
a Salomón Lerner, Gustavo Gutiérrez, Carlos Iván Degre-
gori, Vargas Llosa, Pepe Coronel y Maricela Quispe; esta 
última, sin recursos mínimamente adecuados, se esforzó 
para sacar adelante la lista de víctimas de la guerra en 
Ayacucho para el Consejo Nacional de Reparaciones. Un 
país capaz de producir gente así es capaz de caminar por 
rumbos nuevos, hoy y en el futuro, a la luz del Informe de 
la CVR. En esperanza vivimos, y esa esperanza no pode-
mos dejar morir.

10CVR
AÑOS DE LA

Francisco Chamberlain, SJ
Casa Mateo Ricci - Ayacucho
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n los tiempos que corren se oye hablar con fre-
cuencia sobre la necesidad de que nuestro país 
cuente con políticas favorables al desarrollo de la 
ciencia y la tecnología. Tal demanda es pertinen-

te e indispensable. El país requiere que se promueva de 
modo organizado y razonable la creación del conocimien-
to en el terreno de las ciencias, tanto naturales como bá-
sicas, así como el desarrollo de las más modernas tecnolo-
gías, especialmente las informáticas y de comunicación. Es 
fundamental que, yendo más allá de la simple explotación 
primaria de recursos naturales, podamos, con inteligencia, 
mejorar (como ya lo han hecho otras naciones) el bienes-
tar de todos los miembros de nuestra sociedad. Mientras 
nos aferremos a un modelo de crecimiento basado en las 
exportaciones primarias, el progreso económico no se ma-
nifestará en un crecimiento significativo de la demanda 
de trabajo ni en un incremento de los puestos de empleo 
adecuado para la población. Así pues, el desarrollo del sa-
ber científico-tecnológico resulta imperativo1.

Lo anterior no debe entenderse, sin embargo, como el 
abandono de aquellas disciplinas que en apariencia no 
presentan una utilidad inmediata. Lamentablemente, así 
lo han entendido un gran número de universidades que 

1	 SÁNCHEZ T., Carlos. Informe de consultoría. Capacidades de investigación 
científica y tecnológica en el Perú en el área temática de tecnologías de 
información y comunicaciones. Lima: CONCYTEC, 2003

	 VILLARÁN, Fernando. Emergencia de la Ciencia, la Tecnología y la Innova-
ción (CTI) en el Perú. Lima: OEI, 2010. Disponible en: http://www.oei.es/
salactsi/EmergenciaDeCtiEnPeru.pdf.

	 MONTOYA Z, Modesto. Sistemas de ciencia, tecnología e innovación tec-
nológica y generación de patentes: caso Perú, 1990 – 2007. Tesis doctoral. 
Lima: Universidad de San Martín de Porras, 2010

	 SAGASTI, Francisco R. En busca del tiempo perdido: Ciencia, tecnología e 
innovación en el Perú, documento de trabajo para la Pontificia Universidad 
Católica del Perú (PUCP). Lima, 2011.

	 UNCTAD/CEPAL. Examen de las Políticas de Ciencia, Tecnología e Innova-
ción: Perú. Naciones Unidas. Ginebra, 2011.

han dejado de lado, cuando no han eliminado, los cursos 
formativos relativos a las humanidades y las ciencias so-
ciales para enseñar directamente las materias de las espe-
cialidades, así como la investigación en estas áreas.

Si bien la especialización ha traído consigo indudables 
beneficios para el desarrollo del conocimiento, ella ha 
supuesto también una tendencia a fragmentar el saber 
en compartimentos estancos. Y, recorriendo ese camino 
sin un horizonte integrador, nuestra experiencia, no solo 
intelectual sino en general humana, corre el riesgo de vol-
verse unidimensional y de esa forma hacernos incapaces 
de capturar la pluralidad y complejidad del mundo. Man-
tener la enseñanza y la investigación en humanidades, 
ciencias sociales y políticas, contribuye a dotar a los jóve-
nes de una comprensión más cabal de las cosas mediante 
una adecuada e inteligente armonización de los saberes 
particulares. Contrariamente a lo que muchos piensan, 
esa posibilidad de reconocer la diversidad del mundo no 
implica abandonarse a la dispersión o formar personas 
que “saben poco de mucho”. Por el contrario, suscita, 
en quienes la experimentan, la inquietud para encontrar 
las ideas y los valores que vinculan, muchas veces de ma-
nera no explícita, la totalidad de lo real, invitándonos a 
reflexionar sobre la unidad que habita en la multiplicidad. 
En el terreno de la investigación, esa amplitud en la mira-
da es especialmente importante porque posibilita la ges-
tación de nuevos enfoques y, por lo tanto, la realización 
de los nuevos descubrimientos.

Así pues, si bien la universidad tiene entre sus tareas cen-
trales la formación de profesionales de acuerdo con las 
exigencias del mercado, y la generación de conocimien-
to inmediato y pertinente para el desarrollo de nuestra 

sociedad, ella no debe agotar su labor en la instrucción 
sobre técnicas o conocimientos específicos relativos a una 
determinada disciplina. Debe preocuparse también por 
ofrecer un panorama lo más amplio posible en el campo 
del saber, y orientarlo hacia un norte integrador. Debe 
contar en su seno con profesionales, no solo con una vi-
sión más rica e integradora, sino responsables del delica-
do papel que les toca cumplir en la sociedad.

Esa mirada comprehensiva, propiciada por la enseñanza 
de disciplinas científicas y humanísticas, no debería limi-
tarse a los estudios universitarios formativos. Sería nece-
sario también que se creen estudios de posgrado que, fi-
nalizado formalmente el proceso de aprendizaje, rescaten 
nuevamente la integridad del saber.

Asimismo, en relación a la producción de conocimiento 
nuevo, se requiere fomentar la transversalidad de las in-
vestigaciones. Esto se ve claramente, por ejemplo, en pro-
yectos de investigación médica o biológica, donde para 
una enfermedad infecciosa crónica, como la tuberculosis, 
se ha descubierto (gracias a la ciencia) los métodos de 
diagnósticos más eficaces, y en la mayoría de los casos, 
la cura para esta enfermedad; pero tan necesario como 
esto es lograr la adherencia al tratamiento del paciente, 
pues de nada sirve contar con un medicamento eficaz si el 
paciente no interioriza y acepta la importancia de tomar 
su medicamento a diario, y por un periodo prolongado 
de tiempo. Para lograr entonces la erradicación de la en-
fermedad y evitar el contagio permanente a otros miem-
bros de la comunidad, se debe contar con el apoyo de 
sociólogos, educadores, psicólogos y antropólogos que 
estudien en conjunto cómo se puede lograr ese objetivo. 
O tenemos el caso de las enfermedades causadas por pa-

rásitos que requieren un vector para su trasmisión, como 
la malaria o el dengue. De poco vale que nos empeñemos 
en erradicar un mosquito que solo tarda quince días en 
reproducirse, o que sigamos buscando (y encontrando) 
drogas maravillosas, sino cambiamos los hábitos de las 
comunidades, para lo cual un enfoque multidisciplinario 
es indispensable. Otra muestra de la necesidad de este 
tipo de abordaje para la solución de un problema lo ha-
llamos en los proyectos donde se involucra un cambio del 
escenario geográfico, como por ejemplo, una mina que 
se instala en una comunidad alto andina. Allí también se 
hace indispensable el trabajo de sociólogos, antropólogos 
y otras disciplinas que discutan con la comunidad sobre 
los aspectos positivos y negativos que traerán consigo las 
transformaciones propuestas, además de economistas y 
planificadores que permitan visualizar los nuevos escena-
rios de desarrollo que estos cambios traerían para la co-
munidad. Estos aspectos multidisciplinarios son, por lo 
general, poco tomados en cuenta en el desarrollo de un 
proyecto y, por lo tanto, en su financiamiento; pero peor 
aún, si se trata de buscar apoyo para la investigación en 
el ámbito de las humanidades y ciencias sociales, práctica-
mente no existe financiamiento público. Son las Organiza-
ciones No Gubernamentales (ONG) o las universidades las 
que, con mucho esfuerzo y dedicación, consiguen fondos 
gracias a la generosidad, pero también a los vaivenes, de 
la cooperación internacional. De manera que la investiga-
ción científica en el Perú se halla profundamente relegada, 
pero más aún una investigación integral sobre los proble-
mas del país, que sean la base de las decisiones políticas 
informadas que se tomen en los diversos ámbitos.

En términos económicos, si bien es cierto que en los últi-
mos años el presupuesto del CONCYTEC, y de otros Fon-
dos Públicos, como el FINCYT, y del Ministerio de la Pro-
ducción, ha aumentado, seguimos a la saga en la región 
en cuanto a inversión estatal, y en los Institutos de In-
vestigación públicos (con algunas honrosas excepciones), 
tan solo el 10% del presupuesto es destinado a investiga-
ción2. Una situación similar la encontramos con el uso del 
canon minero, del petróleo y otros, pues este casi no es 
aprovechado en las regiones para un avance efectivo en 
ciencia y tecnología3.

2	 LEMOLA, Tarmo, Kimmo HALME, VILJAMAA K, Advansis OY y Christian 
PEÑA-RATINEN. Diagnóstico del desempeño y necesidades de los Institu-
tos Público de Investigación y Desarrollo del Perú. Informe para el FINCYT. 
Editado por: Marcia Varela. Advansis: Finnish Innovation and Technology 
Group, 2010 p.p. 102.

3	 GARFIAS DÁVILA, Marcos. La investigación en la universidad pública regio-
nal y los fondos del canon (2004 - 2008). Lima, IEP, 2011. Documento de 
Trabajo, 165. Serie Educación. p.p. 90

Fabiola León-Velarde
Universidad Peruana Cayetano HerediaLa importancia de una estrategia integral de
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El resultado de todo 
ello es que, en los 
últimos años, no ha 
habido un incremen-
to significativo en la 
producción científi-
ca y tecnológica en 
nuestro país. Según 
el portal “The Scima-
go Journal & Country 
Rank”, que es una 
importante platafor-
ma que reúne esta-
dísticas de las inves-
tigaciones científicas 
mundiales, el Perú se 
encuentra en la cola de América, salvo algunas universi-
dades esforzadas, que a pesar de su tamaño y recursos, 
logran liderazgo científico en América latina4. Brasil, líder 
en la región, concentró en 2011 un total de 49,664 pu-
blicaciones, cifra que está muy por encima de las 1116 
que alcanzó nuestro país5. Y específicamente en relación 
a las ciencias no consideradas duras, en el período 2000- 
2013, esto es, durante los últimos trece años, según la 
base de datos de SCOPUS, apenas hemos superado el 
millar de investigaciones con el siguiente desagregado: 
145 trabajos en humanidades y 570 en ciencias sociales, 
mientras que el resto corresponde a temas de economía y 
negocios. Es cierto que estas cifras solo consideran publi-
caciones internacionales, pero es verdad también que son 
los trabajos indexados los que en definitiva cuentan para 
señalar la relevancia y el impacto que se puede alcanzar 
en materia de investigación. Ello nos lleva a pensar que 
hay que incentivar de manera más agresiva las publica-
ciones internacionales, pero también que debemos crear 
un registro nacional de todas las investigaciones que se 
hacen en nuestro país.

¿Qué debemos hacer, entonces, para mejorar esta si-
tuación? En primer lugar, lograr que la investigación se 
incorpore como un tema prioritario en nuestra agenda 
nacional, lo cual supone, desde luego, instaurar toda una 
política de Estado destinada a impulsar y difundir las ini-

4	 LEÓN-VELARDE, Fabiola. Políticas, Objetivos y Acciones para la investiga-
ción. Revista Tecnología y Desarrollo, 2006 No. 2. Vol. 2, p. 24-33

	 DÍAZ, Juan José y Juana KURAMOTO. Políticas de Innovación, Ciencia y 
Tecnología. Lima: Grade. Documento preparado para el Consorcio de In-
vestigación Económica y Social – CIES, 2010. Disponible en: http://www.
elecciones2011.cies.org.pe

5	 SCIMAGO INSTITUTIONS RANKINGS. "Ranking Iberoamericano SIR 2012”. 
Disponible en: http://www.scimagoir.com/pdf/SCImago%20Institutions%20
Rankings%20IBER%20es.pdf

ciativas en este cam-
po. Esto quiere decir 
que las tareas que se 
emprendan deberán 
tener una formula-
ción precisa y realista 
de las metas que se 
busca alcanzar, y de 
los plazos en los que 
ello debe ser cumpli-
do; de los recursos 
con los que se de-
sea lograr esos fines: 
aquellos que ya se 
tienen y los que será 
necesario conseguir; 

de los actores estatales y no estatales que deberán inte-
grarse de modo concertado en ese esfuerzo, así como de 
los convenios y otras formas de relación y cooperación in-
ternacional que tendrán que activarse; y, claro está, de las 
posibilidades que posee la actual organización adminis-
trativa, técnica y burocrática del Estado para involucrarse 
–es más, para liderar– eficazmente ese intento.

Una política de Estado bien concebida implica, no lo 
olvidemos, un equilibrio adecuado entre voluntad, re-
cursos disponibles y estructura estatal preexistente para 
cumplir las metas trazadas. Es, posiblemente, pensando 
en esa necesaria integralidad de la política destinada a 
un tema tan complejo y al mismo tiempo de necesidad 
prioritaria, que se ha llegado a hablar de un ministe-
rio específicamente destinado a ello. Pues más allá del 
marco institucional que se decida adoptar al respecto, 
es esencial que el Estado peruano no siga dejando esa 
materia a la deriva o relegada a una institución de rango 
menor, que por ser tal, por más esfuerzo y dedicación 
que le confieran sus responsables, no podrán lograr el 
impacto necesario.

Se hace necesario, en segundo término, lograr una con-
cepción cabal de lo que implica hacer investigación en el 
mundo de hoy y de las múltiples y variadas consecuencias 
que ella trae consigo. Y alcanzar esa concepción cabal 
depende, en gran medida, de la formación sólida que 
puedan tener en las universidades nuestros futuros inves-
tigadores. En esa perspectiva, resultan muy importantes 
las ciencias humanas y sociales, no solo para hacer más 
factibles los estudios transversales a los que he hecho re-
ferencia, sino para darles un norte, un sentido de realidad 
crítico y responsable, a los trabajos que realicemos.

Cuál es el rol de la universi-
dad en la sociedad peruana? 
¿Qué papel cumple en las re-
giones? ¿Es su deber exclusi-

vamente la formación profesional? 
¿Y qué pasa con la investigación? 
¿Esta investigación está relacionada 
con los problemas, necesidades, in-
tereses y planes regionales? Desde 
la Academia Lauretana1, que fue 

1	 Academia Lauretana de Ciencias y Artes, funda-
da en Arequipa en 1821, que originó el Colegio 
Nacional de la Independencia Americana y la 
Universidad de San Agustín

una suerte de antecedente institu-
cional de la Universidad Nacional 
de San Agustín (fundada en 1828), 
pasando a las más contemporáneas 
como la Universidad Católica San-
ta María (creada en 1961) y la Uni-
versidad Católica San Pablo (1997) 
como los referentes más importan-
tes a nivel regional, estos espacios 
formativos han procurado producir 
nuevos conocimientos que estén al 
servicio de la sociedad.

¿Qué temas investigan las 
universidades de la región?

La Universidad San Agustín (UNSA) 
ha dividido sus líneas de investi-
gación2 en función a tres grandes 
campos: Ingenierías, sociales y bio-
médicas, teniendo como criterio de 
clasificación las áreas en que están 

2	 En: http://www.unsa.edu.pe/index.php/inves-
tigacion/lineas-de-investigacion. Solo men-
cionamos aquellas líneas de investigación que 
muestran una especificidad que las vincula a la 
región. Muchas otras están planteadas en tér-
minos generales

UNIVERSIDAD Y SOCIEDAD

AREQUIPAen

Jorge Zegarra
Instituto de Ética y Desarrollo
Universidad Antonio Ruiz de Montoya
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agrupadas sus facultades y carreras. 
En el área de ingenierías destacan 
una serie de líneas vinculadas al ám-
bito geológico, geofísico y minero: 
Características climáticas de la re-
gión Arequipa, características sísmi-
cas y tectónicas locales y regionales, 
evaluación de recursos metálicos y 
no metálicos en la Región Sur del 
Perú.

En el área de sociales las líneas de 
investigación más específicas son 
aquellas que pretenden abordar el 
papel de la religión en la vida jurí-
dica regional, estudio del derecho 
y la moral en los problemas de co-
rrupción en la Región Arequipa, es-
tudio de las causas del retardo en la 
administración de Justicia Penal en 
la región Arequipa, entre otras. Fi-
nalmente en el área de biomédicas 
podemos encontrar líneas como bio-
tecnología vegetal y animal, estudio 
del fenómeno "El Niño", evaluación, 
conservación y mejoramiento gené-
tico, investigaciones en biología del 
desarrollo. 

Sin embargo, en el caso de la UNSA 
no queda claro si este conjunto de 
líneas se convierten en investiga-
ciones concretas o si más bien son 
declaraciones de buenas intenciones 
para cumplir con formalismos buro-
cráticos que exige que los docentes, 
al menos formalmente, deban in-
vestigar. Esta duda nace a partir que 
esta universidad es la única de las 
tres seleccionadas para este artículo 
que no hace visible sus investigacio-
nes, por lo menos en su página web.

En el caso de la Universidad Católi-
ca Santa María (UCSM), destaca la 
presencia del CICA3 (Centro de inves-

3	 En: http://www.ucsm.edu.pe/

tigaciones de la Universidad Católi-
ca Santa María) quien desde el año 
2005 le ha brindado una dinámica 
interesante a la universidad en temas 
de investigación. Organiza sus líneas 
de investigación en sociales, jurídi-
cas, ingeniería y salud, cada una de 
ellas con un largo listado de temas.

Sus proyectos los divide en breves (6 
meses) y medianos (12 meses). En 
el año 2012 las investigaciones que 
destacaron son aquellas que tienen 
que ver con el uso de ambientes 
virtuales de aprendizaje y su impac-
to en el rendimiento académico, el 
análisis de sensibilidad y degrada-
ción de ecosistemas vegetales en 
las riberas de la  Sub-Cuenca del río 
Chili y el tratamiento de la diversi-
dad lingüística y la pluriculturalidad 
en el Aula. De las investigaciones de 
12 meses destacan la evaluación de 
parámetros fisiológicos para la ex-
portación de uva, uso de aloe vera 
con fines terapéuticos en heridas de 
pacientes diabéticos, eficacia de la 
terapia sugestiva en estado de sueño 
hipnótico en reducción de migrañas 
y cefaleas tensionales, entre las más 
importantes.

En el caso de la Universidad Católica 
San Pablo4 destacan trabajos de in-
vestigación  como el estrés crónico 
en el trabajo, criterios para la asig-
nación del gasto social en progra-
mas de salud y nutrición en el Perú, 
desafíos y tensiones de la descentra-
lización de la educación en el Perú, 
bosquejo del laicismo político, las 
sociedades de auditoría ante el ries-
go de fraude en los estados financie-
ros y el nuevo contexto económico, 
entre las más representativas.

4	 En: http://www.ucsp.edu.pe/index.php/investi-
gacion/direccion-investigacion

Ranking de universidades

Ahora bien, en qué medida estas in-
vestigaciones son consideradas por 
los rankings que intentan medir la 
calidad universitaria. Según el ran-
king de América Economía corres-
pondiente al año 2012, la Univer-
sidad San Agustín ocupa el puesto 
12 de un grupo de 55 universidades 
nacionales. La UCSP ocupa el puesto 
19 y la UCSM ocupa el puesto 24. 
Uno de los indicadores más intere-
santes está referido a la investigación 
que mide el número de documentos 
científicos producidos y publicados. 
La UNSA tiene 59 publicaciones, 
UCSP 20 y la UCSM 12. Solo para 
tener una referencia, el Sir World Re-
port (que mide las universidades en 
función de su producción científica) 
ubica al Centro Nacional de Investi-
gación científica de Francia con 202, 
854 documentos y/o artículos cientí-
ficos producidos.

Según el QS Latin American Univer-
sity Rankings 2013, la única univer-
sidad de Arequipa que aparece es la 
UNSA, en el rango 201 – 250, sin 
orden especifico. Es decir, se ubica 
entre las 250 mejores universidades 
de América Latina, siendo la mejor 
rankeada del Perú la PUCP, en el 
puesto 23. Uno de los indicadores 
de este ranking es el número de pa-
pers por facultad, que le otorga a la 
UNSA 3.20 de puntaje, bastante ale-
jado de su referente peruano y de la 
Universidad de Sao Paulo que figura 
en el lugar más alto en Latinoamé-
rica. 

Agenda para el desarrollo de 
Arequipa

Ahora bien, además de las investi-
gaciones mencionadas, existen otros 

intentos para  vincular la universidad 
con la región. La Agenda por el De-
sarrollo de Arequipa es una iniciativa 
de las tres universidades que esta-
mos analizando que busca promo-
ver el desarrollo en la región Are-
quipa, teniendo a la persona como 
centro y fin de toda acción. Desde el 
año 2008 promueven debates sobre 
proyectos públicos y privados y rea-
firman el rol de la universidad como 
agente para el desarrollo. Los temas 
que abordó el año 2012, sobre algu-
nos de los problemas más importan-
tes de la región, fueron: el sistema 
integrado de transporte y el puente 
Chilina, seguridad alimentaria, se-
guridad ciudadana y contaminación 
ambiental en Arequipa. Podemos 
reconocerlo como un intento de la 
universidad en poner ciertos puntos 
en la agenda ciudadana y política.

Conclusiones

Como es posible apreciar, las inves-
tigaciones reconocen algunas de las 
preocupaciones de la región que 
tienen que ver con la contamina-
ción ambiental, la agroexportación 
o la seguridad ciudadana. Sin em-
bargo, estas líneas parecen ser solo 
enunciativas en algunos casos, o en 
otros no se llega a percibir el impac-
to de estas investigaciones a nivel 
regional ni a la universidad como 
un actor importante en el diagnós-
tico y solución de los problemas de 
la sociedad

En relación a los rankings: allí pode-
mos percibir una brecha importante, 
para empezar, en el número de pu-
blicaciones. Pero esta brecha no solo 
está referida a la distancia entre uni-

versidades nacionales e internacio-
nales, también es posible apreciarla 
entre universidades de la capital y las 
regionales. Es una especie de doble 
brecha que limita la relevancia de las 
investigaciones que con mucho es-
fuerzo se pueden emprender desde 
la región Arequipa.

Finalmente, la Agenda para el Desa-
rrollo es un espacio impulsado desde 
la universidad que intenta vincular 
espacios académicos con necesi-
dades regionales. Aunque es una 
buena iniciativa es necesario que 
gane mayor visibilidad y pueda ir 
vinculando conocimiento y políticas 
públicas. La universidad regional ne-
cesita romper ese domo que parece 
aislarla de la sociedad que la cobija 
e ir convirtiéndose en un aliado para 
el desarrollo regional.
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ya no podemos tener un diálogo positivo con el Estado, 
hay un divorcio entre los pueblos indígenas y el gobierno. 
Nosotros proponemos cómo queremos nuestro desarro-
llo, pero el Estado no lo acepta, nos quiere imponer un 
desarrollo de acuerdo a su propia mentalidad. Nosotros 
no buscamos ese desarrollo.

El pueblo awajun-wampis puede denunciar al Estado pe-
ruano por incumplimiento de la Ley de Consulta que ha 
promulgado y no ha implementado. Hay muchas institu-
ciones abiertas frente a esta defensa del medio ambiente 
y ecologistas.

¿No sienten que el Estado los apoya?

El gran apoyo del Estado es cemento, lo que constru-
ye. Hay una serie de proyectos que realmente el pueblo 
no necesita ni lo pide; no hay una inversión que pueda 
apoyar al pueblo para que pueda decir: “aquí vamos a 
encontrar el desarrollo”. Toda la educación es una educa-
ción impuesta, de acuerdo a la mentalidad occidental, no 
se aplica la educación bilingüe intercultural. Hay mucha 
desconfianza ante el gobierno, y no se le cree en los pla-
nes que plantea, todos son proyectos descabellados para 
nuestro pueblo.

En el trabajo de las 4 Mesas que se instalaron después 
de lo de Bagua los grupos indígenas expresamos cómo 
queremos nuestro desarrollo, se elaboró un documento, 
se publicó y entregó a la Presidencia del Consejo de Mi-
nistros, al Viceministerio de Interculturalidad, al Ministe-
rio del Medio Ambiente, pero no hay respuesta. Entonces 
¿cómo vamos a permitir que vayan las empresas y operen 
en nuestra zona?

Estamos agotando todos los medios legales antes de ac-
tuar. En este sentido, uno de los medios es ir a la deman-
da, ver medidas cautelares en contra de la empresa que 
está en nuestro territorio o acciones de amparo.

Hay un grupo de dirigentes de la CEPPAW que va a ver 
todo este caso. También hay un grupo de aliados en la 
defensa del medioambiente. La CEPPAW está integra-
da, en su mayoría, por dirigentes que han pertenecido 
al Consejo awajun-wampis. Ellos han sido elegidos por 
los jefes de las comunidades, desconfiando de las organi-
zaciones que están trabajando con diferentes empresas, 
como “Tendiendo Puentes”, o el DORATO, en la cordillera 
del Cóndor.

El 05 de junio del 2009 efectivos policiales se 
enfrentaron a manifestantes indígenas que habían tomado el 

control de la llamada "Curva del Diablo" (Bagua, Amazonas) como 
protesta ante la promulgación de varios Decretos Legislativos que 

afectaban sus territorios. Durante el proceso estalló la violencia, 
resultando varias personas muertas y heridas, tanto policías como 

manifestantes indígenas.

A cuatro años de lo ocurrido, el líder indígena awajun y actual 
Consejero Regional de Amazonas, Santiago Manuin, nos habla 

sobre cómo percibe su pueblo la relación con el actual gobierno 
y cuáles son los pedidos que tienen. Él, junto a Juan Noningo 

Puwai (CEPPAW1) y Edwin Montenegro Dávila (ORPIAN-P2), 
vinieron a Lima para dialogar con la Defensoría del Pueblo sobre 

su situación.

Diana Tantaleán
Oficina de Coordinación del Sector Social

Compañía de Jesús - Perú

Entrevista a Santiago Manuin 
Líder indígena awajun

Estamos dispuestos a

de manera sincera
DIALOGAR

mil hectáreas, recortando la mitad de la Reserva Comunal 
del Tuntanain4. Por eso, todo awajun, aunque esté en San 
Martín, Loreto, San Ignacio o Amazonas, está unido en 
este movimiento de la defensa del bosque, en la defensa 
de nuestro territorio.

El Estado ve de manera racista nuestra existencia como 
pueblo. No le importan nuestros reclamos ni todo el tra-
bajo que se hizo en las Mesas que se instalaron. El proce-
so de Consulta que se dio tampoco se implementa, pero 
las empresas están en nuestra zona. No hay un verdadero 
trabajo de apoyo para que los grupos indígenas salgan 
adelante en el desarrollo propuesto por nuestro pue-
blo. Nosotros no queremos que esa empresa (MAUREL 
ET PROM), que no garantiza nuestro territorio ni nuestro 
estado de convivencia como pueblo, opere en nuestra 
zona, somos nosotros los que vivimos ahí, no el gobierno 
ni el Estado.

¿Cómo se encuentra actualmente el proceso judi-
cial por los hechos ocurridos en Bagua?

De todo el proceso de Bagua ninguna de las autoridades 
responsables ha sido denunciada, están libres; son solo 
indígenas los que están procesados. ¿Por qué no solu-
cionan este problema? Hay 53 procesados indígenas por 
esta causa, ¿con qué confianza vamos a trabajar si nues-
tros hermanos enjuiciados están encarcelados? No hay 
confianza con este gobierno de turno.

No nos estamos comprendiendo con el Estado peruano. 
El gobierno no quiere dialogar con los grupos indígenas. 
Han pasado 4 años desde lo sucedido en Bagua, y du-
rante este tiempo hemos insistido que no queremos a la 
empresa. Hemos querido dialogar pero se rehúsan, o lo 
hacen con unos dirigentes que no tienen representativi-
dad popular, como es la Coordinadora Awajun, que está 
del lado del gobierno. Ellos están con el modelo de desa-
rrollo de las empresas petroleras, mineras y madereras, así 
como la Universidad de Piura, que ha formado su ONG 
“Tendiendo Puentes”. El pueblo awajun-wampis, no de-
sea ese desarrollo.

¿Qué piensa del proceso de Consulta Previa?

No estamos de acuerdo, porque al final es el Estado quien 
decidirá sobre nuestras tierras. Desde ese punto nosotros 

4	 La Reserva Comunal Tuntanain está ubicada en los distritos de Río Santia-
go, Nieva y El Cenepa, provincia de Condorcanqui, Amazonas

Han pasado 4 años de lo sucedido en Bagua y aún 
existen muchos puntos pendientes, ¿cómo ve la ac-
ción del Estado en este tema?

El Estado no está cumpliendo con el compromiso que 
se dio en las 4 Mesas de Trabajo3, y nuestra propuesta 

1	 Comisión Especial Permanente de los Pueblos Awajun y Wampis
2	 Organización Regional de los Pueblos Indígenas de la Amazonía Norte del Perú
3	 Luego de los sucesos ocurridos el 5 de junio del 2009 en Bagua, se instaló 

la Mesa de Trabajo General, conformada por representantes del Poder Eje-
cutivo, organizaciones indígenas, gobiernos regionales y la Iglesia católica. 
De aquí se conformaron 4 Mesas de Trabajo para analizar y buscar solución 
a las causas que motivaron el conflicto.

está plasmada ahí. El Estado conoce nuestra propuesta 
del Buen Vivir pero no cumple los acuerdos; es un pun-
to que debemos pelear para que se entiendan nuestros 
problemas.

Nuestro pueblo actualmente tiene setenta mil habitan-
tes, distribuidos en San Martín, Loreto, una parte de San 
Ignacio (Cajamarca), y toda la provincia de Condorcan-
qui (Amazonas). Son 30 mil kilómetros cuadrados. En el 
territorio se encuentran las petroleras MAUREL ET PROM 
y OLYMPIC, y las mineras DORATO y Águila Dorada. En 
nuestro territorio, a MAUREL ET PROM le han dado 800 

Fo
to

: 
A

rc
hi

vo
 S

J



28 29

Interculturalidad Interculturalidad

Nosotros no queremos que la empresa entre en nuestro 
territorio sin asegurar que no habrá contaminación. La 
empresa no juega limpio, se ha burlado de otros pueblos 
indígenas, como los ashuares; pero el pueblo awajun-
wampis es diferente a otros grupos indígenas. Queremos 
demostrarles que la vía legal tiene que agotarse, por eso 
nos reunimos con la Defensoría del Pueblo; tenemos que 
revisar el Estudio de Impacto Ambiental que MAUREL ET 
PROM ha hecho y que le han aprobado.

¿Creen que la Defensoría los va a ayudar en la de-
fensa de sus tierras?

La Defensoría, como veedor, va a decir quién tiene la ra-
zón; queremos que vea cómo vamos a proceder, porque 
somos nosotros los que estamos llevando el caso. La De-
fensoría no vive en nuestro territorio, vive aquí en Lima, 
y la naranja que yo le traigo la come acá, pero yo tengo 
que defender dónde se produce la naranja, lo que es el 
bosque. Como pueblo tenemos que defender nuestro fu-
turo, nuestra existencia como pueblo, y ese territorio es 
nuestro.

El gobierno peruano ha jugado sucio, han recortado 
nuestros pedidos para entregárselo a la minera DORATO, 
recortando el Parque Nacional Ichigkat Muj5 y la Reserva 
Comunal del Tuntanain.

5	 Ubicado en los distritos de Río Santiago y El Cenepa, provincia de Condor-
canqui, Amazonas

Nosotros estamos dispuestos a dialogar de manera sin-
cera, sin que nos traicionen, pero el gobierno no quiere 
ese diálogo.

Si no se robara tanto, el Perú ya estaría camino al desa-
rrollo, pero los gobernantes están sacando dinero con 
las empresas de la selva, por eso están interesados en 
nuestro territorio. Para ellos la tierra es negociable, es 
dinero. Para el indígena la tierra es parte de nosotros, 
es nuestra aliada, nuestra hermana; es una concepción 
diferente que existe entre la sociedad occidental y la 
sociedad oriental, lo que es el pueblo awajun-wampis. 
Nosotros no podemos destruir la selva, porque al des-
truirla nos destruimos a nosotros mismos. El gobierno 
nos quiere tirar hacia la miseria para que seamos por-
dioseros en el futuro. Todavía el awajun-wampis no es 
pordiosero, vive de su tierra; pero el gobierno quiere pe-
lar toda la selva, contaminar todo. Los grandes no viven 
en la selva, pero nosotros sí. Si mercantilizamos la tierra, 
nuestro futuro no existe, desaparecemos como pueblo, 
y no podemos permitirlo.

El pueblo awajun-wampis está enfrentando un gran reto, 
y nuestros jóvenes tienen que seguir luchando para que 
no caigamos como otros grupos indígenas, que han des-
aparecido como pueblo con toda su cultura y su lengua. 
Nosotros no podemos permanecer así. Si perdemos la ba-
talla acá, allá en el cielo seguiremos peleando, porque si 
San Pedro tiene territorio ahí, algo para nosotros habrá, 
entonces hay que seguir batallando en el cielo también.
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l 05 de junio del 2009 reviso mi bandeja de co-
rreos electrónicos como todos los días. Titulares 
nacionales recibidos electrónicamente resumían 
lo que había pasado en horas de la mañana en 

la zona nororiental amazónica peruana. Las noticias 
eran muy diversas y con versiones confusas. Me encon-
traba en Suecia, terminando los estudios de maestría, y 
no me quedaba claro qué pasó.

Retrocedí al 2008. A mediados de ese año se habían 
promulgado una serie de Decretos Legislativos que ori-
ginaron sorpresas en los pueblos indígenas. Estas nor-
mas cambiaban sus condiciones de vida al buscar, entre 
otras cosas: restringir el proceso de consulta para la sus-
cripción de contratos petroleros y mineros en lotes ubi-
cados en sus territorios comunales; rebajar el quórum de 
la asamblea (de dos tercios a 50%) para la venta de tie-
rras comunales a terceros; permitir la privatización de los 
suelos forestales y el cambio de uso a agrícolas en caso 
de proyectos que fuesen declarados de interés nacional; 
declarar como propiedad del Estado las tierras eriazas 
no tituladas, aunque estuviesen poseídas y fuesen pre-
tendidas por comunidades indígenas; y permitir que in-
vasores con cuatro años de antigüedad se apropiasen 
de tierras comunales, con lo cual se anulaba la garantía 
constitucional que otorga carácter imprescriptible a la 
propiedad territorial de las comunidades; etc.

Las resistencias y reclamos que se generaron contra la 
aplicación de estos Decretos se centraron –entre otras 

cosas– en no haber considerado una realidad que existe, 
pero que no se reconoce y no se visualiza, como parte 
de su elaboración. Y es que los pueblos indígenas no 
fueron considerados como actores con capacidad de 
decisión respecto a una serie de normas que estaban 
afectando sus condiciones de vida. Pero además, estas 
normas evidenciaron no sólo una forma de entender la 
acción del Estado hacia los pueblos indígenas, sino a su 
vez los invisibilizaba al no considerar sus realidades en 
su elaboración y proponer cambios negativos.

Sobre lo sucedido en Bagua ese día: hay aún hechos 
que esclarecer, responsabilidades que asumir y delitos 
que sancionar. Lo que puedo afirmar es que se exigía la 
derogatoria de los Decretos Legislativos a los que hago 
referencia. Se consideraba que estos eran lesivos a los 
derechos de los pueblos indígenas, principalmente al 
derecho al territorio y al derecho de estos pueblos a ele-
gir sus prioridades de desarrollo con autonomía. Ade-
más, si se consideraba necesaria su promulgación, los 
decretos legislativos requerían ser consultados previa-
mente a los pueblos indígenas, cosa que no sucedió. Al 
detener la acción del gobierno frente a su promulgación 
se dio inicio a una nueva etapa respecto a la relación 
entre pueblos indígenas y Estado.

Ya en el Perú, participé en el proceso alrededor de las 
reuniones del Grupo de Diálogo Nacional entre organi-
zaciones indígenas amazónicas nacionales y represen-
tantes del Poder Ejecutivo. Cabe recordar que el Grupo 

Gustavo Zambrano
Pontificia Universidad Católica del Perú - PUCP
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de Diálogo Nacional fue creado por Resolución Suprema 
N° 117-2009-PCM (10/06/2009) luego de los sucesos 
del 05 de junio y estaba a cargo de la formulación de 
un plan integral de desarrollo sostenible para dichos 
pueblos, en los ámbitos de educación, salud, titulación, 
formalización de tierras y demás medidas necesarias. Lo 
que se buscaba no sólo era dar solución a una platafor-
ma de reclamos, sino principalmente elaborar una agen-
da común entre el Estado y los pueblos indígenas, que 
pueda concretarse en acciones posibles de realizar en el 
corto y mediano plazo.

La primera reunión se llevó a cabo el 22 de junio del 
2009 en la ciudad de Lima. En esta, se instala la Mesa de 
Trabajo General conformada por instituciones del Poder 
Ejecutivo y las organizaciones indígenas amazónicas na-
cionales, más representantes de los gobiernos regiona-
les amazónicos. Participan además varios representantes 
de la sociedad civil y la iglesia católica. Para llevar a cabo 
el objetivo de la Mesa se conformaron sub mesas de 
trabajo. Estas fueron definidas a partir de cuatro ejes 
temáticos: diseño y composición de una comisión que 
investigue los sucesos de la Curva del Diablo en Bagua 
(Mesa 1); propuesta de solución respecto a los Decretos 
Legislativos cuestionados (Mesa 2); elaboración de los 
mecanismos de Consulta Previa para la aplicación del 
Convenio 169 de la OIT (Mesa 3); y, elaboración de una 
propuesta nacional para el desarrollo amazónico (Mesa 
4). Las labores del Grupo Nacional concluyeron el 12 de 

enero del 2010, presentándose una serie de insumos y 
propuestas.

Han pasado no sólo cuatro años desde los sucesos del 5 
de junio, sino varios meses también desde que se dieron 
aquellas reuniones de trabajo en las que participé. En 
este tiempo han pasado muchas cosas, y es momento 
de reflexionar sobre lo logrado y lo que aún falta por 
hacer. 

Bagua significó un punto de quiebre. La relación Esta-
do – pueblos indígenas no sólo reflejaba una tensión 
histórica, sino que evidenció un conflicto social que la-
mentablemente llegó a mayores debido a la falta de pre-
paración para dialogar por parte de varios funcionarios 
públicos. Frente a ello, se quería un cambio de actitud. 
Pero no sólo eso. Se buscaba que este cambio se con-
crete a través actividades. Es decir, que el Estado empie-
ce a coordinar con los pueblos indígenas de tal manera 
que cuando realice actividades, sean organizadas con 
los pueblos y no a espaldas de ellos.

Luego de esa fecha, se mostró un gran avance respecto 
al potencial para establecer agendas de trabajo comu-
nes. Se buscaba así sostener las solicitudes de los pue-
blos indígenas -en este caso amazónicos- sobre una real 
disposición del Estado para darles viabilidad. De esta 
manera se entendía que la dimensión de trabajo que 
se buscaba significaba articular la realidad de los pue-

blos indígenas con la capacidad del Estado para darles 
respuesta; es decir, que el Estado sepa qué es lo que los 
pueblos indígenas necesitan y trabajar conjuntamente 
para obtener logros comunes. Así, por ejemplo, se ob-
tuvo no sólo el borrador de artículos y contenido que 
sirvieron para la elaboración de la actual Ley de Consulta 
Previa que permitiese ser el medio para que los pueblos 
indígenas puedan plantear sus puntos de vista frente 
a medidas legislativas o administrativas que se puedan 
emitir y que les conciernan; sino además establecer pau-
tas para realizar el proceso de consulta de la Ley Forestal 
y de Fauna Silvestre, diseñado a partir de un enfoque 
desde y para los pueblos indígenas. Pero sobre todo, se 
obtuvo una Propuesta Nacional para alcanzar el desa-
rrollo de los pueblos indígenas de la amazonía, en el que 
se llegaron a concretar dieciséis objetivos y más de cua-
trocientas acciones. Es decir, compromisos concretos de 
acción que se elaboraron sobre la base de las necesida-
des de los pueblos indígenas y la capacidad efectiva del 
Estado de poder responder para darles salida o solución.

Cuatro años después, hay una gran preocupación de sa-
ber si se consiguieron los acuerdos a los que se arriba-
ron. Ya no es el momento de redactar informes, sino de 
llevar a la práctica la serie de compromisos obtenidos a 
través de decisiones. Si bien en la actualidad se cuenta 
con un Viceministerio de Interculturalidad y con marcos 
legales e institucionales sobre los que se sostiene la ac-
ción estatal, queda pendiente saber si, por ejemplo, no 
sólo se apoya la realización de la Consulta Previa por 
parte del Ministerio de Cultura, sino si efectivamente se 
ha establecido tanto un seguimiento al cumplimiento 
de esta Propuesta Nacional de Desarrollo que abarca a 
todo el Poder Ejecutivo, como tareas específicas del ente 
rector en esta materia.

Si se hace un paralelo entre lo que buscaban modificar 
los Decretos Legislativos del 2008, las demandas de los 
pueblos indígenas en esos años, los objetivos y acciones 
de la propuesta de desarrollo nacional, y las necesidades 
actuales de estos grupos, es muy probable que las simi-
litudes sean muchas. Frente a ello, las respuestas ya las 
sabemos, e incluso están pauteadas. Si ya hay insumos 
para trabajar, es sólo cuestión de darles cabida en el tra-
bajo del Viceministerio de Interculturalidad y de todo el 
Poder Ejecutivo. Por ello, cuatro años después me atre-
vería a decir que los avances son muchos a nivel político 
y del marco institucional, pero en las acciones concretas 
en la vida cotidiana de los pueblos indígenas, aún no. Es 
ahí donde toca trabajar más.

Interculturalidad Interculturalidad
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Migraciones Migraciones

El derecho a la salud

con destino a ESPAÑA

en la MIGRACIÓN
PERUANA

urante las últimas déca-
das Perú ha experimen-
tado una fuerte emigra-
ción de sus ciudadanos y 

ciudadanas hacía otros países. Las 
cifras oficiales señalan que más del 
10% de la población, de un país con 
30 millones de habitantes, reside 
actualmente en el extranjero1. Entre 
los lugares principales de destino se 
encuentra España, donde en el año 
2011, según cifras oficiales, habita-
ban 132.552 peruanos. Esta movili-
dad ha contribuido a la existencia de 
redes familiares transnacionales que 
promueven el crecimiento de las co-
municaciones transnacionales.

Para los estudios sobre el fenómeno 
migratorio, la inclusión del concepto 
de transnacionalidad y el análisis de 
las redes transnacionales de migran-
tes supuso el abandono de los plan-
teamientos tradicionales que estu-

1	 OIM. “Perfil migratorio del Perú, 2012”, OIM, 
Lima, 2012

diaban de forma separada los países 
de origen y los de destino, y motivó 
el interés por los procesos que articu-
lan el proyecto migratorio. Se puede 
definir una red transnacional como 
una forma de organización social, 
compuesta por individuos o grupos 
cuya dinámica intenta la continui-
dad, consolidación y el progreso de 
las actividades de sus miembros en 
una o varias esferas sociales, esto al 
margen de la organización de Esta-
do2.

Las redes familiares transnacionales, 
a través de las comunicaciones que 
dentro de ellas se mantienen, consti-
tuyen un instrumento transmisor de 
las experiencias, ideas, percepciones 
y aspectos simbólicos que las perso-
nas que migran y sus familiares po-
seen y van adquiriendo. Este conoci-
miento, conseguido con motivo de 
la migración, modifica la percepción 

2	 AMIRAUX, Valérie. Les limites du transnational 
comme espace de mobilisation, Cultures & Con-
flits, 1999, n. 33-34: 25-50

de sus protagonistas y su manera de 
entender, en este caso, los distintos 
aspectos de la ciudadanía social. La 
operacionalización del marco teó-
rico utilizado define la ciudadanía 
social a través de cinco derechos: sa-
lud, educación, trabajo, vida familiar 
y la protección frente a la exclusión. 
En este artículo se analizará específi-
camente el derecho a la salud en las 
migraciones Perú-España.

Uno de los cambios que las perso-
nas migrantes experimentan en su 
proceso migratorio es respecto a los 
contextos políticos, sociales y econó-
micos. Los regímenes de Estado de 
Bienestar europeos y de América La-
tina son muy diversos, debido a que 
en Europa la protección es usual-
mente universal o depende del em-
pleo, mientras que en los regímenes 
latinoamericanos los aportes estata-
les son escasos para las necesidades 
existentes y el empleo, en algunos 
de los países, es escaso, de mala 
calidad o informal, por lo tanto, no 

produce lo necesario para satisfacer 
las necesidades. Por ello, la familia, y 
especialmente la mujer, asumen en 
muchos casos la cobertura frente a 
las carencias y los riesgos.

Dentro de los derechos que confor-
man la ciudadanía social, el de la sa-
lud es un derecho cuyo ejercicio es 
fundamental para el desarrollo de la 
vida de las personas. Todas las per-
sonas lo necesitan en algún momen-
to, bien por el uso preventivo o por 
el curativo. Por lo tanto, el modo y la 
calidad con la que el Estado asuma 

la protección de dicho derecho afec-
tarán en gran manera a la calidad de 
vida de las personas residentes en 
Perú.

Respecto a este derecho, las y los 
peruanos entrevistados en España 
hacen uso cotidiano del sistema de 
atención en salud y, por lo tanto, lo 
conocen bien. Poseen un alto nivel 
de conciencia de este derecho y de 
que los migrantes lo poseen en las 
mismas condiciones que las perso-
nas autóctonas. La atención sanita-
ria española es valorada como bue-

na: “Para mi estupendo el sistema 
de salud, muy, muy bueno. Llama la 
atención que todo el mundo tenga 
acceso a la salud, es algo envidiable” 
(Entrevista 20_2). El elemento que, 
sin duda, es mejor valorado es la 
gratuidad de la atención. Las y los 
migrantes son muy conscientes que 
esta gratuidad es posible debido a 
que es obligatorio que los emplea-
dores den de alta en la seguridad 
social a las y los trabajadores, es 
decir, que paguen sus obligaciones 
sociales correspondientes. Cuando 
las personas acuden a atenderse, o 
se van a operar, no requieren pagar 
nada; todas las personas, incluso 
aquellas que no están trabajando, 
tienen acceso al derecho a la aten-
ción sanitaria.

A pesar de esta buena valoración 
también existen críticas relacionadas 
con el sistema sanitario español. Una 
de ellas, la principal, es respecto a la 
atención médica especializada, don-
de se señala que las listas de espera 
son demasiado largas, por lo tanto, 
cuando consideran que su dolencia 
no admite espera, optan por uti-
lizar la sanidad privada, pagando 
consecuentemente los servicios. En 
la actualidad existe inquietud entre 
las personas inmigrantes sobre la 
evolución en España de la garantía 
de este derecho, debido a la crisis 
económica y las consecuencias que 
esto podría traer y que, de hecho, 
ya está trayendo para la atención sa-
nitaria y la posibilidad de acceso a 
medicamentos subvencionados para 
la población en general y para el in-
migrante en particular. Sienten que 
ya ha habido recortes y que estos 
seguirán.

Isabel Berganza
Defensoría del Pueblo

*	 El artículo es parte de la investigación: “Proceso migratorio y redes familiares transnacionales en los migrantes 
peruanos: las transformaciones en las nociones de ciudadanía, derechos y demandas al Estado en origen y desti-
no”. Universidad de Deusto (Bilbao). Participan Universidad de Sherbrooke (Canadá), Universidad Antonio Ruiz de 
Montoya (Perú), Universidad Alberto Hurtado (Chile). La autora del artículo formó parte del equipo de investigación

Cuando las personas acuden a atenderse o 
a operarse no requieren pagar nada; todos, 
incluso aquellos que no están trabajando, 

tienen derecho a la atención sanitaria.
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Por su parte, la percepción respec-
to a la atención sanitaria en Perú es 
que los servicios públicos, destina-
dos especialmente a la atención de 
las personas con escasa capacidad 
adquisitiva, son de acceso tedioso y 
de mala calidad. Por lo tanto, enfer-
marse es un problema para el enfer-
mo y para la familia, ya que para una 
buena atención hay que costearse el 
sistema de atención privado y eso, 
para muchas familias, es un peso 
para su economía. También señalan 
que existe discriminación, basada en 
la clase social, a la hora de recibir la 
atención. “Porque yo mismo me he 
dado cuenta; cuando vas te pregun-
tan en qué trabajas, más o menos 
qué acción realizas o si te ven que 
eres humilde y ves que hay otras 
personas que todo lo que piden les 
dan, y les atienden a ellos, cuando 
debe ser por orden la atención, no 

porque tienen más dinero o son de 
una clase social un poquito más alta. 
Creo que eso debería perderse” (En-
trevista 21_3). Por todo ello, entre 
los peruanos y peruanas, el conocer 
y experimentar el sistema español 
genera asombro y admiración: “En 
cuestión de salud, en mi vida hubie-
se pensado que todo iba a ser gratis, 
es que vienes con la mentalidad de 
allá, que todo te cuesta” (Entrevista 
20_2). Pero entre sus familiares en 
Perú este conocimiento provoca re-
signación e impotencia ante la idea 
de que en su país de origen el siste-
ma sanitario no se puede cambiar. 
Por lo tanto, las personas entrevista-
das sienten que la salud en Perú no 
constituye un derecho protegido y 
que acceder a un sistema de calidad 
depende de las condiciones socioe-
conómicas de la familia. Además, 
debido a que el Estado no asume la 

garantía de este derecho, muchas 
veces son los familiares emigrados 
los que aportan los recursos para la 
atención sanitaria de calidad: “Ella 
mucho nos ha apoyado siempre, si 
alguien se enfermaba nos mandaba 
el dinero” (Entrevista 18-3).

En conclusión, las personas pertene-
cientes a las redes familiares trans-
nacionales sienten que el sistema 
de atención sanitario peruano debe 
transformarse, especialmente lle-
gando a ser gratuito, universal, de 
calidad y sin discriminación en la 
atención. Sin embargo, ante la falta 
de esperanza en dicho cambio, op-
tan porque los familiares que están 
viviendo en otro país contribuyan a 
asegurar una atención en salud de 
calidad, asumiendo la responsabili-
dad que les gustaría que asumiese el 
Estado.

La percepción de la atención sanitaria en Perú es que los 
servicios públicos, destinados especialmente a la atención de 
las personas con escasa capacidad adquisitiva, son de acceso 

tedioso y de mala calidad
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ara entender el panorama de la historie-
ta local es importante distinguir entre la 
producción foránea y la local. La primera 
atrae mayor lectoría tanto en la vertiente 

estadounidense (en el género de superhéroes, por 
ejemplo) como en la asiática (la japonesa en este 
caso), apoyadas principalmente por las películas de 
cine de similar género o las producciones de ani-
mación audiovisual, respectivamente. En el caso de 
la producción local, no se percibe una similar aten-
ción. Ningún trabajo ha alcanzado un tiraje semanal 
similar al de las decenas de miles para los comics de 
superhéroes del diario “Perú 21”, quien realiza esta 
labor editorial desde el  2008, o el público de la pe-
lícula “Cementerio General” (2013) no se ha volcado 
a comprar el comic basado en el film en una cantidad 
similar a la asistencia a las salas de cine.

La inexistencia de un mercado para las producciones lo-
cales ha generado mecanismos de autogestión y autodi-
fusión a través de colectivos que desarrollan actividades 
conjuntas como ferias de fanzines1 para distribuir su obra. 
Este circuito alternativo posee una variedad diversa de 
propuestas. El Grupo “Punto Aparte” de la ciudad de Ica 
presenta un imaginario visual tributario de la animación 
japonesa y el género de horror. Por otro lado, el grupo 
“Med comics”, afincado en Lima, ha elaborado un grupo 
de superhéroes locales inspirado en el género estadouni-
dense. En Arequipa, el colectivo “Pandemia”, dedicado 

1	 Publicaciones autopublicadas de bajo costo realizadas por aficionados a un 
tema en especial

al comic urbano, juvenil o de ciencia ficción, ha desarro-
llado diversas publicaciones que han permitido a uno de 
sus integrantes, César Carpio, desarrollar un trabajo para 
el mercado hispano. En Trujillo, el colectivo “La mancha” 
publica un fanzine con el mismo nombre con historietas 
autoconclusivas de corte urbano-juvenil. También tene-
mos al colectivo “Las fulanas”, solo de creadoras, y su 
publicación “Cosas de chicas”. Finalmente, la revista “Car-
boncito”, que pasó de las fotocopias iniciales del 2001 a 
ser la mejor antología impresa de la producción local al 
agrupar a creadores de distintas generaciones.

Migraciones Cultural

Raschid Rabi
Universidad Antonio Ruiz de Montoya - UARM

Algunos alcances sobre la

HISTORIETA
LOCAL

IMÁGENES: “RUPAY”: ALFREDO VILLAR (GUIONISTA), LUIS ROSSELL 
Y JESÚS COSSIO (DIBUJOS) // “BARBARIE”: JESÚS COSSIO (GUIÓN Y 
DIBUJOS) // “CONVERSACIONES EN LA CIUDAD DE CARTÓN”: AGUEDA 
NORIEGA Y MIGUEL DET (GUIÓN Y DIBUJOS)
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Sobre historietas contestatarias, muchas de las publi-
caciones de estos colectivos incluyen algún trabajo que 
cuestiona la política o la sociedad actuales sin ser su prin-
cipal eje temático. Sin embargo, podemos señalar tres 
trabajos recientes:

a.	 “Rupay, historias gráficas de la violencia en el Perú 
1980 – 1984” de Alfredo Villar (guionista) y Luis Ros-
sell y Jesús Cossio (dibujos) fue publicado en el año 
2008 por la editorial “Contracultura”. Recrea los ins-
tantes previos de muchos episodios de violencia polí-
tica ocurrida en los inicios de los años 80. Se parte de 
fotografías conocidas por la opinión pública a través 
de los medios y se reconstruyen los momentos ante-
riores a la imagen final publicada. Es una obra polé-
mica basada en diversas fuentes (entre ellas el Informe 
Final de la CVR) que cuestiona las diversas versiones 
sobre algunos crímenes ocurridos en el conflicto inter-
no. Atribuye al Estado peruano la principal responsa-
bilidad por la violencia política.

b.	 “Barbarie, comics sobre violencia política en el Perú, 
1985 – 1990” es obra de Jesús Cossio (guión y dibujos). 
Después del trabajo anterior, Cossio se embarca en este 
proyecto individual publicado también por “Contracul-
tura” en el 2010. A diferencia de “Rupay”, los actos de 
violencia de los terroristas o de las fuerzas del orden 
no se presentan de forma  explícita, sino a través de 
elipsis, lo cual afecta más al lector, quien termina por 
recrear los actos de “barbarie” en su imaginación. La 
obra cuenta con un prólogo de Carlos Iván Degregori.

c.	 “Conversaciones en la ciudad de cartón” de Agueda 
Noriega y Miguel Det (guión y dibujos) fue una obra 
finalista del concurso de novela gráfica de “Contracul-
tura” en el 2010 y se publicó  al año siguiente. Es una 
recreación con saltos en el tiempo y en un tono lírico 
de la vida de Martín Adán. Aparecen personajes y he-
chos históricos que reconstruyen el camino de delirio 
y creación artística del poeta local. Por momentos es 
hermética, pero también expresa una crítica a la hi-
pocresía social (“ciudad de cartón”) y a los riesgos de 
adoptar la vocación artística en un medio como el lo-
cal (¿será, tal vez, una recreación de la propia expe-
riencia de realizar historietas?).

Para concluir, podemos señalar que a pesar de la escasa 
difusión, el volumen y calidad de la producción local se ha 
incrementado. Recientemente Miguel Rubio, de “Yuya-
chkani”, ha iniciado la experiencia de recuperar el teatro 
local con “Guerrilla en Paucartambo”, primer volumen de 
la serie “Memoria que Danza” en formato de historieta, 
con guión del propio Rubio y dibujos de Cossío. La Cá-
mara Peruana del libro ha incorporado a sus ferias acti-
vidades relacionadas con el medio y, recientemente, se 
ha conformado el Gremio de historietistas del Perú para 
contemplar, entre otras iniciativas, una ley que reconozca 
y promueva la labor gráfica. Finalmente, este 12 de se-
tiembre se celebrará  nuevamente el “Día de la historieta 
peruana”, para conmemorar el anuncio de la publicación 
de solo historietas locales por el diario “Última hora” en 
1952. Tal vez, el mejor homenaje al comic realizado por 
autores locales sea su lectura y difusión.

Bebbington, Anthony (editor).
Lima: Instituto de Estudios Peruanos, CEPES y 
Propuesta Ciudadana. 2013

Conflicto social y dinámicas institucionales en la región andina
Industrias extractivas

l debate académico sobre el 
extractivismo ha dado lugar 
a distintos estudios y plan-
teamientos interdisciplina-

rios, que oscilan entre la crítica fron-
tal y alternativas a la actual visión de 
desarrollo (del cual el extractivismo 
sería sólo una de sus dimensiones) 
hasta los enfoques institucionalistas, 
que priorizan el análisis normativo y 
proponen modificaciones en la insti-
tucionalidad estatal para la preven-
ción y superación de los conflictos 
sociales.

Ambos enfoques sin embargo, in-
tentan acercarse al contexto políti-
co de los países de la región, afecta-
dos por las políticas que desde sus 
Estados juegan a equilibrar la hege-
monía de las empresas con mayores 
o menores regulaciones y controles, 
apostando a que el extractivismo 
genere crecimiento económico con 
el consiguiente «derrame» hacia el 
resto de la sociedad. Por ello, ade-
más de su valor académico, el libro 
editado por Anthony Bebbington 
aborda una preocupación central 
en el contexto político, relaciona-

da con la tensión 
existente entre las 
industrias extrac-
tivas, los conflic-
tos sociales y los 
limitados marcos 
institucionales.

Para desarrollar las 
distintas aristas del 
tema central, el con-
junto de ensayos del 
libro se articula en 
tres partes. La prime-
ra presenta y analiza 
la economía política 
de la extracción en Bo-
livia, Ecuador y Perú en 
base a una revisión his-
tórica y a un estudio de 
los distintos enfoques 
analíticos y normativos 
que han acompañado 
la expansión contempo-

ránea de las industrias extractivas. 
La segunda explora las relaciones 
existentes entre industria extractiva, 
conflicto social y cambio institucio-
nal en los tres países estudiados en 
la primera parte. La tercera presen-
ta conclusiones generales, entre las 
que destacan las planteadas por 
Stuart Kirsh, que resaltan la centra-
lidad de la política y la importancia 
del análisis materialista para explicar 
las relaciones existentes entre extrac-
ción, desarrollo, medio ambiente y 
derechos humanos.

Por lo tanto, la obra general com-
prende una pluralidad de hipóte-
sis y planteamientos que, si bien 
se alejan de propuestas de desa-
rrollo alternativo, algunas de ellas 
encuentran en la historia político-
económica del territorio, así como 
en las relaciones y concentración 
del poder en el país, la base para 
explicar los efectos y las lógicas de 
extracción. Resaltan los aportes de 
José Carlos Orihuela y Rosemary 
Thorp sobre la economía política 
del manejo de industrias extrac-
tivas, de Anthony Bebbington y 
de Javier Arellano sobre minería 
y conflictos sociales en el Perú, de 
Jennifer Moore y Teresa Velásquez 
referidos al caso ecuatoriano y del 
ya citado Stuart Kirsh. Como señala 
Bruno Revesz, se trata de un libro 
de lectura indispensable.

(Comentarios: Miguel Cortavitarte)
a. b. c.

Cultural Cultural
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El 26 y 27 de agosto se realizó la reunión de directo-
res de Encuentros – Servicio Jesuita para la Solidaridad,  
quienes definieron orientaciones para el segundo se-
mestre relacionados especialmente a la planeación es-
tratégica, modelos técnicos de intervención, estrategia 
de comunicaciones y plan de recaudo.

Días antes de la reunión estuvieron participando en un 
curso-taller sobre “Diseño de indicadores para la ges-
tión de programas y proyectos de desarrollo"

El sábado 17 y domingo 18 de agosto se llevó a cabo 
el Taller de Planificación del voluntariado Magis (conoci-
do como “Encerrona Magis”) de la región Lima, la cual 
se realizó en Chaclacayo, en un ambiente de jovialidad 
y fraternidad, donde 14 jóvenes voluntarios evaluaron 
el trabajo realizado durante el primer semestre del año. 
Durante la “Encerrona” se revisó el plan de formación y 
los criterios de comunicación que rigen al voluntariado 
a nivel nacional, se terminaron de diseñar los planes de 
intervención de cada grupo de voluntariado y se orga-
nizó el proceso de convocatoria y selección para nuevos 
voluntarios.

Actualmente se está organizando la rifa anual Magis, la 
cual está programada para el 10 de octubre. Con la rifa 
el voluntariado financia parte de las actividades realiza-
das en favor de las poblaciones en situación de vulnera-
bilidad. La próxima convocatoria al voluntariado a nivel 
nacional será en Ilo, el 28 de septiembre.

Los días 6 y 7 de agosto se reunieron en el semina-
rio del Vicariato de Jaén los jesuitas que trabajan en la 
zona. De Lima llegaron el P. Provincial Miguel Cruzado 
SJ, el P. Juan Cuquerella SJ y algunos posibles futuros 
integrantes de esta misión.

Durante el encuentro se realizó un diagnóstico de la 
situación socio- económica, política y eclesial del Vica-
riato, se analizó cuál es el aporte real de los jesuitas en
la zona, así como las dificultades encontradas. También
se escuchó y reflexionó sobre lo que pensaban otros 
protagonistas del quehacer del Vicariato y del aporte 
de la Compañía a la Misión.

Del 01 al 03 de agosto se reunieron en Lima los Coor-
dinadores de las Plataformas Apostólicas Regionales y 
los Superiores de comunidades jesuitas del Perú para 
definir el Proyecto Apostólico Provincial.

Durante la reunión se identificaron cuatro fronteras 
apostólicas –Pobreza y Exclusión; Violencia; Juventud y 
Búsqueda de Sentido; y, Formación cristiana y liderazgo 
laical. Asimismo, se identificaron seis prioridades apos-
tólicas y se definieron sus objetivos y líneas de acción.

El 12 y 13 de Julio se realizó el taller final del Plan de For-
mación "Migración y Desarrollo", con lo que se culminó 
dos años de aprendizaje, permitiendo ampliar la com-
prensión del fenómeno migratorio y reflexionar sobre las 
prácticas y orientaciones institucionales en lo que se re-
fiere al servicio a las personas migrantes y sus familiares.
 
La actividad de cierre estuvo enfocada en dos aspectos: 
resaltar cuatro temáticas en los que los grupos de estu-
dio enfatizaron: (I) Tendencias Actuales de la Migración 
en la Región Latinoamericana, (II) Migración e Integra-
ción Regional, (III) Migración y Desarrollo y (IV) Trata de 
Personas: Respuestas en torno a Incidencia Política.

El segundo aspecto trabajado fue el visibilizar las diná-
micas migratorias dentro de la región. Para este punto 
se organizó la conferencia internacional: "Dinámicas mi-
gratorias en la región andina", donde se presentaron las 
realidades migratorias de la frontera Perú - Chile - Bolivia.

En agosto se dio inicio al último módulo del Plan de 
Formación “Identidad y Misión”, en el cual se reflexio-
narán y profundizarán temas relacionados a la identi-
dad ignaciana y la misión institucional, organización de 
la misión – trabajo en redes y plataformas apostólicas 
regionales, incidencia en clave ignaciana.

Los participantes en el Plan de formación forman parte 
de las Plataformas Apostólicas de Arequipa, Ayacucho, 
Tacna, Piura, el Marañón, Lima, Chiclayo, Cusco.

REUNIÓN DE SUPERIORES 
Y COORDINADORES PARs

TALLER FINAL DEL PLAN DE 
FORMACIÓN "MIGRACIÓN Y 

DESARROLLO"

Curso Taller de 
ENCUENTROS - SJS

Inicio de último módulo 
del Plan de Formación 

"COLABORACIÓN EN EL 
CORAZÓN DE LA MISIÓN"

REUNIÓN DE DIRECTORES 
DE ENCUENTROS - SJS

TALLER DE 
PLANIFICACIÓN MAGIS

FUNCIÓN A BENEFICIO DE 
LAS CASITAS DEL NIÑO

MISIÓN 
EN EL MARAÑÓN

Del 20 al 21 de agosto se realizó en Lima el Curso-Taller 
“Diseño de indicadores para la gestión de programas y 
proyectos de desarrollo” de Encuentros – Servicio Jesuita 
para la Solidaridad, donde participó el Equipo Nacional 
de Programas Sociales.

Entre los participantes se contó con representantes del 
Centro Cristo Rey (Tacna), Kusi Ayllu, (Ayacucho), CANAT 
(Piura); Wayra (Cusco) y Las Casitas del Niño y MLK (El 
Agustino- Lima). Posteriormente, del 22 al 23 de agos-
to, se realizaron en paralelo reuniones de trabajo de la 
Línea de Voluntariado y la Línea de Programas Sociales 
de Encuentros SJS.

La Tarumba: Teatro, Circo y Música, realizó el 27 de 
agosto una función a beneficio de los niños, niñas y 
adolescentes que participan en Las Casitas del Niño 
de El Agustino, programa promovido por Encuentros 
– Servicio Jesuita para la Solidaridad.




